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Evolución  
de los artículos  

constitucionales  
relacionados  

específicamente  
con la materia penal

ste apéndice da cuenta, en forma esquemática, de los cambios 
incorporados a partir de 1917 en la Constitución General de la 

República, vinculados directamente con la materia penal, sin perjuicio 
de que en algunos casos los artículos correspondientes tengan un al-
cance mayor.

En el apéndice no se ha modificado el orden en el que aparecen las 
normas constitucionales, en razón de que no nos proponemos siste-
matizar las bases y principios de aquella normativa, sino sólo mostrar, 
en sucesión cronológica, cada una de las reformas a los preceptos de 
materia penal.

Los artículos se presentan en un cuadro precedido por la breve 
referencia a su contenido actual. En seguida se transcribe el texto ori-
ginal, adoptado el 5 de febrero de 1917, y posteriormente aparecen las 
sucesivas enmiendas acompañadas, en cada caso, de una nota –que no 
es exhaustiva– sobre los principales temas incorporados o modificados 
por aquéllas.

Las novedades introducidas por las reformas se destacan en letras 
negritas, con la salvedad de cuestiones menores, como modificaciones 
a los signos de puntuación y algunos cambios en la redacción del texto 
constitucional o en el empleo de mayúsculas y minúsculas. Nuestro 
propósito es destacar las modificaciones sustanciales, los giros en la ley 
suprema y las nuevas rutas trazadas por ésta. Tampoco se da cuenta de 

E
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214  •  Evolución de los artículos constitucionales

palabras retiradas, salvo que la eliminación sea relevante en el contexto 
de la enmienda, en cuyo caso la mención se encontrará en la nota des-
criptiva correspondiente.

Los párrafos que no fueron modificados en cada decreto de refor-
ma recogido en el apéndice se identifican, como es usual, mediante 
puntos suspensivos.

Artículo 13

Prohibición de leyes privativas, tribunales especiales y fueros. Subsistencia 
y límites del fuero militar

Texto orig-
inal

Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tri-
bunales especiales. Ninguna persona o corporación puede 
tener fuero, ni gozar más emolumentos que los que sean 
compensación de servicios públicos y estén fijados por 
la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas 
contra la disciplina militar; pero los tribunales militares en 
ningún caso y por ningún motivo podrán extender su ju-
risdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejército. 
Cuando en un delito o falta del orden militar estuviese 
complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civ-
il que corresponda.

Artículo 14

Prohibición de retroactividad perjudicial. Formalidades esenciales del pro-
cedimiento. Principio de legalidad en general y en materia penal. Solución 
de juicios civiles

Texto original A ninguna ley se dará efecto retroactivo en 
perjuicio de persona alguna.

Nadie podrá ser privado de la vida, de la 
libertad o de sus propiedades, posesiones o 
derechos, sino mediante juicio seguido ante 
los tribunales previamente establecidos, en 
el que se cumplan las formalidades esencia-
les del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho.
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Sergio García Ramírez •  215

En los juicios del orden criminal queda prohi-
bido imponer, por simple analogía, y aún por 
mayoría de razón, pena alguna que no esté 
decretada por una ley exactamente aplicable al 
delito de que se trata.

En los juicios del orden civil, la sentencia defin-
itiva deberá ser conforme a la letra o a la inter-
pretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se 
fundará en los principios generales del derecho.

9 de diciembre de 2005

Queda abolida la pena de 
muerte; en consecuencia, ya 
no se menciona a la vida en-
tre los derechos de los que se 
puede privar a una persona.

…

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino me-
diante juicio seguido ante los tribunales previa-
mente establecidos, en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y 
conforme a las Leyes expedidas con anteriori-
dad al hecho.

… 
…

Artículo 15

Prohibición de celebrar tratados internacionales sobre extradición de reos 
políticos o delincuentes que hubieran tenido la condición de esclavos, así 
como de tratados que alteren derechos humanos

Texto original No se autoriza la celebración de tratados 
para la extradición de reos políticos, ni 
para la de aquellos delincuentes del orden 
común que hayan tenido en el país donde 
cometieron el delito, la condición de escla-
vos; ni de convenios o tratados en virtud de 
los que se alteren las garantías y derechos 
establecidos por esta Constitución para el 
hombre y el ciudadano.
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216  •  Evolución de los artículos constitucionales

10 de junio de 2011

La prohibición de celebrar 
tratados que afecten derechos 
humanos comprende aquel-
los reconocidos en conven-
ciones internacionales.

No se autoriza la celebración de tratados para 
la extradición de reos políticos, ni para la de 
aquellos delincuentes del orden común que 
hayan tenido en el país donde cometieron el 
delito, la condición de esclavos; ni de conve-
nios o tratados en virtud de los que se alteren 
los derechos humanos reconocidos por esta 
Constitución y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte.

Artículo 16

Principio de legalidad. Protección de datos personales. Derechos de protec-
ción, acceso, rectificación, cancelación y oposición con respecto a datos per-
sonales. Orden de aprehensión. Flagrancia. Caso urgente. Plazo máximo 
de detención ante el Ministerio Público. Delincuencia organizada. Arraigo. 
Orden de cateo. Intervención de comunicaciones. Juez de control. Visitas 
domiciliarias.

Texto original Nadie puede ser molestado en su persona, 
familia, domicilio, papeles y posesiones, 
sino en virtud de mandamiento escrito de 
la autoridad competente, que funde y mo-
tive la causa legal del procedimiento. No 
podrá librarse ninguna orden de aprehen-
sión o detención, sino por la autoridad judi-
cial, sin que preceda denuncia, acusación o 
querella de un hecho determinando que la 
ley castigue con pena corporal, y sin que es-
tén apoyadas aquéllas por declaración, bajo 
protesta, de persona digna de fe o por otros 
datos que hagan probable la responsabili-
dad del inculpado, hecha excepción de los 
casos de flagrante delito en que cualquiera 
persona puede aprehender al delincuente y 
a sus cómplices, poniéndolos sin demora a 
disposición de la autoridad inmediata. Sol-
amente en casos urgentes, cuando no haya 
en el lugar ninguna autoridad judicial, y 
tratándose de delitos que se persiguen de 
oficio, podrá la autoridad administrativa, 
bajo su más estrecha responsabilidad, dec-
retar la detención de un acusado, ponién-
dolo inmediatamente a disposición de la 
autoridad judicial. En toda orden de cateo, 
que sólo la
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autoridad judicial podrá expedir y que será es-
crita, se expresará el lugar que ha de inspec-
cionarse, la persona o personas que hayan de 
aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo 
que únicamente debe limitarse la diligencia, le-
vantándose al concluirla, una acta circunstan-
ciada, en presencia de dos testigos propuestos 
por el ocupante del lugar cateado o en su aus-
encia o negativa, por la autoridad que practique 
la diligencia.

La autoridad administrativa podrá practicar visi-
tas domiciliarias únicamente para cerciorarse de 
que se han cumplido los reglamentos sanitarios 
y de policía; y exigir la exhibición de los libros 
y papeles indispensables para comprobar que se 
han acatado las disposicioies (sic) fiscales, su-
jetándose en estos casos, a las leyes respectivas 
y a las formalidades prescriptas para los cateos.

3 de febrero de 1983

Se dispone la inviolabilidad de 
la correspondencia, así como 
derechos y restricciones para 
los militares en relación con 
los particulares.

… 
…

La correspondencia que bajo cubierta circule 
por las estafetas estará libre de todo registro, y 
su violación será penada por la ley.

En tiempo de paz ningún miembro del Ejér-
cito podrá alojarse en casa particular contra la 
voluntad del dueño, ni imponer prestación al-
guna. En tiempo de guerra los militares podrán 
exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras 
prestaciones, en los términos que establezca la 
ley marcial correspondiente.

3 de septiembre de 1993

Se redefinen los requisitos 
para la emisión de la orden de 
aprehensión (sustituyendo la 
referencia al cuerpo del delito 
por la alusión a los elementos 
que integran el tipo penal) y 
para la detención en caso ur-
gente. Se establece la obliga-

Nadie puede ser molestado en su persona, fa-
milia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 
virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive la causa legal 
del procedimiento.

No podrá librarse orden de aprehensión sino 
por la autoridad judicial y sin que preceda de-
nuncia, acusación o querella de un hecho deter-
minado que la ley señale como delito, sancio-
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218  •  Evolución de los artículos constitucionales

ción de la autoridad que 
ejecute una orden de apre-
hensión de poner inme-
diatamente a la persona a 
disposición del juez, y tratán-
dose de detención en flagran-
cia, ante el Ministerio Públi-
co. Se prevé el deber del juez 
de calificar la detención y se 
define el plazo máximo de 
detención ministerial.

nado cuando menos con pena privativa de lib-
ertad y existan datos que acrediten los elemen-
tos que integran el tipo penal y la probable re-
sponsabilidad del indiciado.

La autoridad que ejecute una orden judicial de 
aprehensión, deberá poner al inculpado a dis-
posición del juez, sin dilación alguna y bajo su 
más estricta responsabilidad. La contravención 
a lo anterior será sancionada por la ley penal.

En los casos de delito flagrante, cualquier per-
sona puede detener al indiciado poniéndolo sin 
demora a disposición de la autoridad inmediata 
y ésta, con la misma prontitud, a la del Minis-
terio Público.

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de deli-
to grave así calificado por la ley y ante el riesgo 
fundado de que el indiciado pueda sustraerse 
a la acción de la justicia, siempre y cuando no 
se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por 
razón de la hora, lugar o circunstancia, el Min-
isterio Público podrá, bajo su responsabilidad, 
ordenar su detención, fundando y expresando 
los indicios que motiven su proceder.

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que 
reciba la consignación del detenido deberá in-
mediatamente ratificar la detención o decretar 
la libertad con las reservas de ley.

Ningún indiciado podrá ser retenido por el 
Ministerio Público por más de cuarenta y ocho 
horas, plazo en que deberá ordenarse su liber-
tad o ponérsele a disposición de la autoridad 
judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos 
casos que la ley prevea como delincuencia or-
ganizada. Todo abuso a lo anteriormente dis-
puesto será sancionado por la ley penal.

En toda orden de cateo, sólo... 
… 
… 
…

El Sistema penal.indb   218 13/01/17   14:25

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/6EDes6

DR © 2016. 
Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas, 

Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 
Secretaría de Gobernación 



Sergio García Ramírez •  219

3 de julio de 1996

Se incorpora la inviolabilidad 
de comunicaciones y las bases 
para autorizar la intervención 
de éstas.

… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
…

Las comunicaciones privadas son inviolables. 
La Ley sancionará penalmente cualquier acto 
que atente contra la libertad y privacía de las 
mismas. Exclusivamente la autoridad judicial 
federal, a petición de la autoridad federal que 
faculte la ley o del titular del Ministerio Públi-
co de la entidad federativa correspondiente, 
podrá autorizar la intervención de cualquier 
comunicación privada. Para ello, la autoridad 
competente, por escrito, deberá fundar y moti-
var las causas legales de la solicitud, expresando 
además, el tipo de intervención, los sujetos de 
la misma y su duración. La autoridad judicial 
federal no podrá otorgar estas autorizaciones 
cuando se trate de materias de carácter elector-
al, fiscal, mercantil, civil, laboral o administra-
tivo, ni en el caso de las comunicaciones del 
detenido con su defensor.

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a 
los requisitos y límites previstos en las leyes. 
Los resultados de las intervenciones que no 
cumplan con éstos, carecerán de todo valor 
probatorio.

… 
…

8 de marzo de 1999

Se omite la referencia a la acu-
sación como requisito de pro-
cedibilidad y se reincorpora 
la acreditación del cuerpo del 
delito como fundamento de la 
orden de aprehensión.

…

No podrá librarse orden de aprehensión sino 
por la autoridad judicial y sin que preceda de-
nuncia o querella de un hecho que la ley señale 
como delito, sancionado cuando menos con 
pena privativa de libertad y existan datos que 
acrediten el cuerpo del delito y que hagan pro-
bable la responsabilidad del indiciado.
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220  •  Evolución de los artículos constitucionales

… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
…

18 de junio de 2008

Se reconfiguran los requisitos 
para la emisión de la orden 
de aprehensión; se define la 
flagrancia y la delincuencia 
organizada; se dota de funda-
mento constitucional al arrai-
go; se establecen supuestos de 
recepción judicial de comuni-
caciones privadas y se dispone 
la existencia de jueces de con-
trol.

…

No podrá librarse orden de aprehensión sino 
por la autoridad judicial y sin que preceda de-
nuncia o querella de un hecho que la ley señale 
como delito, sancionado con pena privativa de 
libertad y obren datos que establezcan que se 
ha cometido ese hecho y que exista la probabil-
idad de que el indiciado lo cometió o participó 
en su comisión.

…

Cualquier persona puede detener al indiciado 
en el momento en que esté cometiendo un 
delito o inmediatamente después de haberlo 
cometido, poniéndolo sin demora a disposición 
de la autoridad más cercana y ésta con la misma 
prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá 
un registro inmediato de la detención.

… 
…

La autoridad judicial, a petición del Ministerio 
Público y tratándose de delitos de delincuencia 
organizada, podrá decretar el arraigo de una 
persona, con las modalidades de lugar y tiem-
po que la ley señale, sin que pueda exceder de 
cuarenta días, siempre que sea necesario para el 
éxito de la investigación, la protección de per-
sonas o bienes jurídicos, o cuando exis-
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ta riesgo fundado de que el inculpado se sus-
traiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá 
prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio 
Público acredite que subsisten las causas que le 
dieron origen. En todo caso, la duración total 
del arraigo no podrá exceder los ochenta días.

Por delincuencia organizada se entiende una 
organización de hecho de tres o más personas, 
para cometer delitos en forma permanente o 
reiterada, en los términos de la ley de la ma-
teria.

…

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad 
judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio 
Público, se expresará el lugar que ha de inspec-
cionarse, la persona o personas que hayan de 
aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo 
que únicamente debe limitarse la diligencia, le-
vantándose al concluirla, un acta circunstancia-
da, en presencia de dos testigos propuestos por 
el ocupante del lugar cateado o en su ausencia 
o negativa, por la autoridad que practique la 
diligencia.

Las comunicaciones privadas son inviolables. 
La ley sancionará penalmente cualquier acto 
que atente contra la libertad y privacía de las 
mismas, excepto cuando sean aportadas de for-
ma voluntaria por alguno de los particulares 
que participen en ellas. El juez valorará el al-
cance de éstas, siempre y cuando contengan 
información relacionada con la comisión de un 
delito. En ningún caso se admitirán comunica-
ciones que violen el deber de confidencialidad 
que establezca la ley. 

Exclusivamente la autoridad judicial federal, 
a petición de la autoridad federal que faculte 
la ley o del titular del Ministerio Público de la 
entidad federativa correspondiente, podrá au-
torizar la intervención de cualquier comuni-
cación
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222  •  Evolución de los artículos constitucionales

privada. Para ello, la autoridad competente de-
berá fundar y motivar las causas legales de la 
solicitud, expresando además, el tipo de inter-
vención, los sujetos de la misma y su duración. 
La autoridad judicial federal no podrá otorgar 
estas autorizaciones cuando se trate de materias 
de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, lab-
oral o administrativo, ni en el caso de las comu-
nicaciones del detenido con su defensor.

Los Poderes Judiciales contarán con jueces de 
control que resolverán, en forma inmediata, y 
por cualquier medio, las solicitudes de medidas 
cautelares, providencias precautorias y técnicas 
de investigación de la autoridad, que requier-
an control judicial, garantizando los derechos 
de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. 
Deberá existir un registro fehaciente de todas 
las comunicaciones entre jueces y Ministerio 
Público y demás autoridades competentes.

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a 
los requisitos y límites previstos en las leyes. 
Los resultados de las intervenciones que no 
cumplan con éstos, carecerán de todo valor 
probatorio.

La autoridad administrativa podrá practicar vis-
itas domiciliarias únicamente para cerciorarse 
de que se han cumplido los reglamentos san-
itarios y de policía; y exigir la exhibición de los 
libros y papeles indispensables para comprobar 
que se han acatado las disposiciones fiscales, su-
jetándose en estos casos, a las leyes respectivas 
y a las formalidades prescritas para los cateos.

… 
…

1 de junio de 2009

Se reconoce el derecho a la 
protección de datos perso-
nales y los derechos de acceso, 
rectificación y cancelación de 
ésos, así como el de oposición.

…

Toda persona tiene derecho a la protección de 
sus datos personales, al acceso, rectificación y 
cancelación de los mismos, así como a manifes-
tar su oposición, en los términos que fije la ley,
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la cual establecerá los supuestos de excepción 
a los principios que rijan el tratamiento de da-
tos, por razones de seguridad nacional, dis-
posiciones de orden público, seguridad y sa-
lud públicas o para proteger los derechos de 
terceros.

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 
…

Artículo 17

Prohibición de justicia por propia mano. Acceso a la justicia. Acciones 
colectivas. Mecanismos alternativos de solución de controversias. Inde-
pendencia judicial. Defensoría pública. Prohibición de prisión por deudas 
civiles.

Texto original Nadie puede ser aprisionado por deudas de 
carácter puramente civil. Ninguna persona 
podrá hacerse justicia por sí misma ni ejer-
cer violencia para reclamar su derecho. Los 
tribunales estarán expeditos para adminis-
trar justicia en los plazos y términos que fije 
la ley; su servicio será gratuito, quedando, 
en consecuencia, prohibidas las costas ju-
diciales.
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17 de marzo de 1987

Se señala el deber de los 
jueces de expedir sus sen-
tencias de manera pronta, 
completa e imparcial. Se 
ordena establecer los me-
dios necesarios para ga-
rantizar la independencia 
judicial.

Ninguna persona podrá hacerse justicia por 
sí misma, ni ejercer violencia para reclamar 
su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le ad-
ministre justicia por tribunales que estarán 
expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e 
imparcial. Su servicio será gratuito, quedan-
do, en consecuencia, prohibidas las costas 
judiciales.

Las leyes federales y locales establecerán 
los medios necesarios para que se garan-
tice la independencia de los tribunales y 
la plena ejecución de sus resoluciones. 
Nadie puede ser aprisionado por deudas de 
carácter puramente civil.

18 de junio de 2008

Se establecen las bases 
constitucionales de los 
mecanismos alternativos 
de solución de contro-
versias y del servicio de 
defensoría pública de cal-
idad, así como el servicio 
profesional de carrera para 
los defensores públicos. Se 
introduce el deber de ex-
plicar en audiencia pública 
las sentencias que pongan 
fin a los procedimientos 
orales.

… 
…

Las leyes preverán mecanismos alternativos 
de solución de controversias. En la materia 
penal regularán su aplicación, asegurarán la 
reparación del daño y establecerán los casos 
en los que se requerirá supervisión judicial.

Las sentencias que pongan fin a los pro-
cedimientos orales deberán ser explicadas 
en audiencia pública previa citación de las 
partes.

…

La Federación, los Estados y el Distrito 
Federal garantizarán la existencia de un ser-
vicio de defensoría pública de calidad para la 
población y asegurarán las condiciones para 
un servicio profesional de carrera para los de-
fensores. Las percepciones de los defensores 
no podrán ser inferiores a las que correspon-
dan a los agentes del Ministerio Público.  
…

El Sistema penal.indb   224 13/01/17   14:25

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/6EDes6

DR © 2016. 
Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas, 

Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 
Secretaría de Gobernación 



Sergio García Ramírez •  225

29 de julio de 2010

Se dota de fundamento 
constitucional a las ac-
ciones colectivas.

… 
…

El Congreso de la Unión expedirá las leyes 
que regulen las acciones colectivas. Tales 
leyes determinarán las materias de apli-
cación, los procedimientos judiciales y los 
mecanismos de reparación del daño. Los 
jueces federales conocerán de forma exclu-
siva sobre estos procedimientos y mecanis-
mos.

… 
… 
… 
… 
…

29 de enero de 2016

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación del Distrito Fed-
eral en una entidad feder-
ativa llamada Ciudad de 
México.

… 
… 
… 
… 
… 
…

La Federación y las entidades federativas 
garantizarán la existencia de un servicio de 
defensoría pública de calidad para la po-
blación y asegurarán las condiciones para 
un servicio profesional de carrera para los 
defensores. Las percepciones de los de-
fensores no podrán ser inferiores a las que 
correspondan a los agentes del Ministerio 
Público.

…

Artículo 18

Prisión preventiva. Sistema penitenciario y reinserción social. Sistema inte-
gral de justicia para adolescentes. Traslado de sentenciados. Centros espe-
cial de reclusión y restricción de comunicaciones a internos.

Texto original Sólo por delito que merezca pena corporal 
habrá lugar a prisión preventiva. El lugar de
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ésta será distinto y estará completamente 
separado del que se destinare para la ex-
tinción de las penas.

Los Gobiernos de la Federación y de los 
Estados organizarán, en sus respectivos ter-
ritorios, el sistema penal –colonias peniten-
ciarias o presidios– sobre la base del trabajo 
como medio de regeneración.

23 de febrero de 1965 

Se erige como fin del siste-
ma penal la readaptación 
social del delincuente y 
se alude a los medios para 
lograr tal propósito: tra-
bajo (ya previsto desde 
el texto original), capac-
itación para el mismo y 
educación; se establecen 
lugares de reclusión espe-
ciales según el sexo de los 
reclusos; se dota de funda-
mento constitucional a los 
convenios de ejecución en 
centros federales de penas 
impuestas por autoridades 
locales, y se dispone el 
establecimiento de insti-
tuciones especiales para 
menores infractores.

Sólo por delito que merezca pena corporal 
habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de 
ésta será distinto del que se destinare para 
la extinción de las penas y estarán comple-
tamente separados.

Los Gobiernos de la Federación y de los Es-
tados organizarán el sistema penal, en sus 
respectivas jurisdicciones, sobre la base del 
trabajo, la capacitación para el mismo y la 
educación como medios para la readapta-
ción social del delincuente. Las mujeres 
compurgarán sus penas en lugares separa-
dos de los destinados a los hombres para 
tal efecto.

Los Gobernadores de los Estados, sujetán-
dose a lo que establezcan las leyes locales 
respectivas, podrán celebrar con la Feder-
ación convenios de carácter general, para 
que los reos sentenciados por delitos del 
orden común extingan su condena en es-
tablecimientos dependientes del Ejecutivo 
Federal.

La Federación y los Gobiernos de los Es-
tados establecerán instituciones especiales 
para el tratamiento de menores infractores.

4 de febrero de 1977

Se prevé la posibilidad de 
trasladar a México, para la 
ejecución de sus condenas, 
a reos mexicanos recluidos 
en otros países y de reos 
extranjeros a sus  países de 

… 
… 
… 
…

Los reos de nacionalidad mexicana que se 
encuentren compurgando penas en países 
extranjeros, podrán ser trasladados a la Re-
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origen o residencia para el 
mismo efecto.

pública para que cumplan sus condenas con 
base en los sistemas de readaptación social 
previstos en este artículo, y los reos de na-
cionalidad extranjera sentenciados por del-
itos de orden federal en toda la República, 
o del fueron común en el Distrito Federal, 
podrán ser trasladados al país de su origen 
o residencia, sujetándose a los Tratados In-
ternacionales que se hayan celebrado para 
ese efecto. Los gobernadores de los Esta-
dos podrán solicitar al Ejecutivo Federal, 
con apoyo en las leyes locales respectivas, 
la inclusión de reos del orden común en di-
chos Tratados. El traslado de los reos sólo 
podrá efectuarse con su consentimiento ex-
preso.

14 de agosto de 2001

Se consagra el derecho de 
los sentenciados de com-
purgar sus condenas en 
los centros penitenciarios 
más cercanos a sus domi-
cilios.

… 
… 
… 
… 
…

Los sentenciados, en los casos y condiciones 
que establezca la ley, podrán compurgar sus 
penas en los centros penitenciarios más cer-
canos a su domicilio, a fin de propiciar su 
reintegración a la comunidad como forma 
de readaptación social.

… 
…

12 de diciembre de 2005

Se establecen las bases del 
sistema integral de justicia 
para menores de edad.

… 
… 
…

La Federación, los Estados y el Distrito 
Federal establecerán, en el ámbito de sus re-
spectivas competencias, un sistema integral 
de justicia que será aplicable a quienes se 
atribuya la realización de una conducta ti-
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pificada como delito por las leyes penal-
es y tengan entre doce años cumplidos y 
menos de dieciocho años de edad, en el que 
se garanticen los derechos fundamentales 
que reconoce esta Constitución para todo 
individuo, así como aquellos derechos es-
pecíficos que por su condición de personas 
en desarrollo les han sido reconocidos. Las 
personas menores de doce años que hayan 
realizado una conducta prevista como deli-
to en la ley, solo serán sujetos a rehabil-
itación y asistencia social. 

La operación del sistema en cada orden de 
gobierno estará a cargo de instituciones, 
tribunales y autoridades especializados en la 
procuración e impartición de justicia para 
adolescentes. Se podrán aplicar las medidas 
de orientación, protección y tratamien-
to que amerite cada caso, atendiendo a la 
protección integral y el interés superior del 
adolescente.

Las formas alternativas de justicia deberán 
observarse en la aplicación de este sistema, 
siempre que resulte procedente. En todos 
los procedimientos seguidos a los adoles-
centes se observará la garantía del debido 
proceso legal, así como la independencia 
entre las autoridades que efectúen la remis-
ión y las que impongan las medidas. Éstas 
deberán ser proporcionales a la conduc-
ta realizada y tendrán como fin la reinte-
gración social y familiar del adolescente, así 
como el pleno desarrollo de su persona y 
capacidades. El internamiento se utilizará 
solo como medida extrema y por el tiempo 
más breve que proceda, y podrá aplicarse 
únicamente a los adolescentes mayores de 
catorce años de edad, por la comisión de 
conductas antisociales calificadas como 
graves. 

… 
…
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18 de junio de 2008

Se adopta como fin del 
sistema penitenciario –ya 
no del sistema penal– la 
reinserción social del sen-
tenciado y se incluye a la 
salud y al deporte como 
medios para lograr tal ob-
jetivo; se autoriza la cele-
bración de convenios para 
que condenados por deli-
tos federales compurguen 
sus sentencias en centros 
locales; se establecen re-
stricciones para procesa-
dos y sentenciados por 
delincuencia organizada 
y el fundamento consti-
tucional de los centros es-
peciales de reclusión.

Sólo por delito que merezca pena privativa 
de libertad habrá lugar a prisión preventi-
va. El sitio de ésta será distinto del que se 
destinare para la extinción de las penas y es-
tarán completamente separados.

El sistema penitenciario se organizará sobre 
la base del trabajo, la capacitación para el 
mismo, la educación, la salud y el deporte 
como medios para lograr la reinserción del 
sentenciado a la sociedad y procurar que no 
vuelva a delinquir, observando los benefi-
cios que para él prevé la ley. Las mujeres 
compurgarán sus penas en lugares separa-
dos de los destinados a los hombres para 
tal efecto.

La Federación, los Estados y el Distrito 
Federal podrán celebrar convenios para que 
los sentenciados por delitos del ámbito de 
su competencia extingan las penas en estab-
lecimientos penitenciarios dependientes de 
una jurisdicción diversa.

… 
… 
…

Los sentenciados de nacionalidad mexicana 
que se encuentren compurgando penas en 
países extranjeros, podrán ser trasladados 
a la República para que cumplan sus con-
denas con base en los sistemas de reinser-
ción social previstos en este artículo, y los 
sentenciados de nacionalidad extranjera 
por delitos del orden federal o del fuero 
común, podrán ser trasladados al país de su 
origen o residencia, sujetándose a los Trata-
dos Internacionales que se hayan celebrado 
para ese efecto. El traslado de los reclusos 
sólo podrá efectuarse con su consentimien-
to expreso. Los sentenciados, en los casos 
y condiciones que establezca la ley, podrán 
compurgar sus penas en los centros peni-
tenciarios más cercanos a su domicilio, a fin
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de propiciar su reintegración a la comuni-
dad como forma de reinserción social. Esta 
disposición no aplicará en caso de delin-
cuencia organizada y respecto de otros in-
ternos que requieran medidas especiales de 
seguridad.

Para la reclusión preventiva y la ejecución 
de sentencias en materia de delincuencia 
organizada se destinarán centros especia-
les. Las autoridades competentes podrán 
restringir las comunicaciones de los incul-
pados y sentenciados por delincuencia or-
ganizada con terceros, salvo el acceso a su 
defensor, e imponer medidas de vigilancia 
especial a quienes se encuentren internos 
en estos establecimientos. Lo anterior po-
drá aplicarse a otros internos que requieran 
medidas especiales de seguridad, en térmi-
nos de la ley.

10 de junio de 2011

Se incorpora el respeto 
a los derechos humanos 
como medio para lograr la 
reinserción social.

…

El sistema penitenciario se organizará sobre 
la base del respeto a los derechos humanos, 
del trabajo, la capacitación para el mismo, 
la educación, la salud y el deporte como 
medios para lograr la reinserción del sen-
tenciado a la sociedad y procurar que no 
vuelva a delinquir, observando los benefi-
cios que para él prevé la ley. Las mujeres 
compurgarán sus penas en lugares separa-
dos de los destinados a los hombres para 
tal efecto.

… 
… 
… 
… 
… 
… 
…

2 de julio de 2015

Las bases constitucionales 
del sistema integral de jus-

… 
… 
… 
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ticia para adolescentes se 
adecuan al modelo de en-
juiciamiento penal intro-
ducido con la reforma del 
18 de junio de 2008 y a la 
terminología de la reforma 
del 10 de junio de 2011.

La Federación y las entidades federativas 
establecerán en el ámbito de sus respectivas 
competencias, un sistema integral de justi-
cia para los adolescentes, que será aplicable 
a quienes se atribuya la comisión o partici-
pación en un hecho que la ley señale como 
delito y tengan entre doce años cumplidos 
y menos de dieciocho años de edad. Este 
sistema garantizará los derechos humanos 
que reconoce la Constitución para toda 
persona, así como aquellos derechos espe-
cíficos que por su condición de personas en 
desarrollo les han sido reconocidos a los ad-
olescentes. Las personas menores de doce 
años a quienes se atribuya que han com-
etido o participado en un hecho que la ley 
señale como delito, sólo podrán ser sujetos 
de asistencia social.

...

Las formas alternativas de justicia deberán 
observarse en la aplicación de este sistema, 
siempre que resulte procedente. El proceso 
en materia de justicia para adolescentes será 
acusatorio y oral, en el que se observará la 
garantía del debido proceso legal, así como 
la independencia de las autoridades que 
efectúen la remisión y las que impongan 
las medidas. Éstas deberán ser proporcio-
nales al hecho realizado y tendrán como 
fin la reinserción y la reintegración social y 
familiar del adolescente, así como el pleno 
desarrollo de su persona y capacidades. El 
internamiento se utilizará sólo como medi-
da extrema y por el tiempo más breve que 
proceda, y podrá aplicarse únicamente a los 
adolescentes mayores de catorce años de 
edad, por la comisión o participación en un 
hecho que la ley señale como delito. 

… 
… 
… 
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29 de enero de 2016

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación del Distrito Fed-
eral en una entidad fed-
erativa llamada Ciudad de 
México.

… 
…

La Federación y las entidades federativas 
podrán celebrar convenios para que los 
sentenciados por delitos del ámbito de su 
competencia extingan las penas en estab-
lecimientos penitenciarios dependientes de 
una jurisdicción diversa.

La Federación y las entidades federativas es-
tablecerán, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, un sistema integral de justi-
cia para los adolescentes, que será aplicable 
a quienes se atribuya la comisión o partici-
pación en un hecho que la ley señale como 
delito y tengan entre doce años cumplidos 
y menos de dieciocho años de edad. Este 
sistema garantizará los derechos humanos 
que reconoce la Constitución para toda 
persona, así como aquellos derechos espe-
cíficos que por su condición de personas en 
desarrollo les han sido reconocidos a los ad-
olescentes. Las personas menores de doce 
años a quienes se atribuya que han com-
etido o participado en un hecho que la ley 
señale como delito, sólo podrán ser sujetos 
de asistencia social.

… 
… 
… 
… 
…

Artículo 19

Auto de formal prisión-auto de vinculación a proceso. Prisión preventiva. 
Reglas especiales para la delincuencia organizada. Prohibición de maltrato 
en la aprehensión y la prisión, así como de actos de molestia ilegales, gabe-
las y contribuciones.

Texto original Ninguna detención podrá exceder del térmi-
no de tres días, sin que se justifique con un 
auto de formal prisión, en el que se expre-
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sarán: el delito que se impute al acusado, los 
elementos que constituyen aquél, lugar, ti-
empo y circunstancias de ejecución y los da-
tos que arroje la averiguación previa, los que 
deben ser bastantes para comprobar el cu-
erpo del delito y hacer probable la respons-
abilidad del acusado. La infracción de esta 
disposición hace responsable a la autoridad 
que ordene la detención o la consienta, y a 
los agentes, ministros, alcaides o carceleros 
que la ejecuten.

Todo proceso se seguirá forzosamente por el 
delito o delitos señalados en el auto de for-
mal prisión. Si en la secuela de un proceso 
apareciere que se ha cometido un delito dis-
tinto del que se persigue, deberá ser objeto 
de acusación separada, sin perjuicio de que 
después pueda decretarse la acumulación, si 
fuere conducente.

Todo mal tratamiento que en la aprehensión 
o en las prisiones, toda molestia que se infi-
era sin motivo legal; toda gabela o contribu-
ción, en las cárceles, son abusos que serán 
corregidos por las leyes y reprimidos por las 
autoridades.

3 de septiembre de 1993

Se modifican las condi-
ciones de fondo para la 
emisión del auto de for-
mal prisión (que incluy-
en la acreditación de los 
elementos del tipo penal, 
en sustitución del cuerpo 
del delito); se establecen 
las consecuencias del 
vencimiento del plazo de 
detención judicial sin que 
se emita la mencionada 
resolución y se da funda-
mento al auto de sujeción 
a proceso. 

Ninguna detención ante autoridad judicial 
podrá exceder del término de setenta y dos 
horas, a partir de que el indiciado sea pues-
to a su disposición, sin que se justifique con 
un auto de formal prisión y siempre que 
de lo actuado aparezcan datos suficientes 
que acrediten los elementos del tipo penal 
del delito que se impute al detenido y ha-
gan probable la responsabilidad de éste. La 
prolongación de la detención en perjuicio 
del inculpado será sancionada por la ley pe-
nal. Los custodios que no reciban copia au-
torizada del auto de formal prisión dentro 
del plazo antes señalado, deberán llamar la 
atención del juez sobre dicho particular en 
el acto mismo de concluir el término, y si no 
reciben la constancia mencionada dentro de 
las tres horas siguientes pondrán al inculpado
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234  •  Evolución de los artículos constitucionales

en libertad.

Todo proceso se seguirá forzosamente por 
el delito o delitos señalados en el auto de 
formal prisión o de sujeción a proceso. Si 
en la secuela de un proceso apareciere que 
se ha cometido un delito distinto del que se 
persigue, deberá ser objeto de averiguación 
separada, sin perjuicio de que después 
pueda decretarse la acumulación, si fuere 
conducente.

Todo maltratamiento…

9 de marzo de 1999

Se modifican los requisit-
os de fondo del auto de 
formal prisión (reponien-
do la referencia al cuerpo 
del delito). Se autoriza la 
prórroga del plazo máxi-
mo de detención judicial 
antes de que se dicte di-
cho auto, a petición del 
indiciado.

Ninguna detención ante autoridad judi-
cial podrá exceder del plazo de setenta y 
dos horas, a partir de que el indiciado sea 
puesto a su disposición, sin que se justi-
fique con un auto de formal prisión en el 
que se expresarán: el delito que se impute 
al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias 
de ejecución, así como los datos que arro-
je la averiguación previa, los que deberán 
ser bastantes para comprobar el cuerpo del 
delito y hacer probable la responsabilidad 
del indiciado.

Este plazo podrá prorrogarse únicamente 
a petición del indiciado, en la forma que 
señale la ley. La prolongación de la de-
tención en su perjuicio será sancionada por 
la ley penal. La autoridad responsable del 
establecimiento en el que se encuentre in-
ternado el indiciado, que dentro del plazo 
antes señalado no reciba copia autorizada 
del auto de formal prisión o de la solicitud 
de prórroga, deberá llamar la atención del 
juez sobre dicho particular en el acto mis-
mo de concluir el plazo y, si no recibe la 
constancia mencionada dentro de las tres 
horas siguientes, pondrá al indiciado en lib-
ertad.

… 
…

El Sistema penal.indb   234 13/01/17   14:25

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/6EDes6

DR © 2016. 
Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas, 

Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 
Secretaría de Gobernación 



Sergio García Ramírez •  235

18 de junio de 2008

Se sustituye el auto de 
formal prisión por el de 
vinculación a proceso y se 
modifican los requisitos 
de fondo para su emisión; 
se establecen nuevas bases 
de la prisión preventiva, 
incluyendo su modali-
dad oficiosa, y se señalan 
reglas especiales para la 
delincuencia organizada.

Ninguna detención ante autoridad judicial 
podrá exceder del plazo de setenta y dos 
horas, a partir de que el indiciado sea pues-
to a su disposición, sin que se justifique con 
un auto de vinculación a proceso en el que 
se expresará: el delito que se impute al acu-
sado; el lugar, tiempo y circunstancias de 
ejecución, así como los datos que establez-
can que se ha cometido un hecho que la 
ley señale como delito y que exista la prob-
abilidad de que el indiciado lo cometió o 
participó en su comisión.

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al 
juez la prisión preventiva cuando otras me-
didas cautelares no sean suficientes para ga-
rantizar la comparecencia del imputado en 
el juicio, el desarrollo de la investigación, la 
protección de la víctima, de los testigos o 
de la comunidad, así como cuando el im-
putado esté siendo procesado o haya sido 
sentenciado previamente por la comisión de 
un delito doloso. El juez ordenará la prisión 
preventiva, oficiosamente, en los casos de 
delincuencia organizada, homicidio doloso, 
violación, secuestro, delitos cometidos con 
medios violentos como armas y explosivos, 
así como delitos graves que determine la ley 
en contra de la seguridad de la nación, el 
libre desarrollo de la personalidad y de la 
salud.

La ley determinará los casos en los cuales el 
juez podrá revocar la libertad de los individ-
uos vinculados a proceso.

El plazo para dictar el auto de vinculación a 
proceso podrá prorrogarse únicamente a pe-
tición del indiciado, en la forma que señale 
la ley. La prolongación de la detención en 
su perjuicio será sancionada por la ley penal. 
La autoridad responsable del establecimien-
to en el que se encuentre internado el indi-
ciado, que dentro del plazo antes señalado 
no reciba copia autorizada del auto 
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236  •  Evolución de los artículos constitucionales

de vinculación a proceso y del que decrete 
la prisión preventiva, o de la solicitud de 
prórroga del plazo constitucional, deberá 
llamar la atención del juez sobre dicho par-
ticular en el acto mismo de concluir el pla-
zo y, si no recibe la constancia mencionada 
dentro de las tres horas siguientes, pondrá 
al indiciado en libertad.

Todo proceso se seguirá forzosamente por 
el hecho o hechos delictivos señalados en 
el auto de vinculación a proceso. Si en la 
secuela de un proceso apareciere que se ha 
cometido un delito distinto del que se per-
sigue, deberá ser objeto de investigación 
separada, sin perjuicio de que después 
pueda decretarse la acumulación, si fuere 
conducente.

Si con posterioridad a la emisión del auto 
de vinculación a proceso por delincuencia 
organizada el inculpado evade la acción de 
la justicia o es puesto a disposición de otro 
juez que lo reclame en el extranjero, se sus-
penderá el proceso junto con los plazos para 
la prescripción de la acción penal.

Todo mal tratamiento en la aprehensión o 
en las prisiones, toda molestia que se infiera 
sin motivo legal, toda gabela o contribu-
ción, en las cárceles, son abusos que serán 
corregidos por las leyes y reprimidos por las 
autoridades.

14 de julio de 2011

Se incorpora la trata de 
personas como hipótesis 
de prisión preventiva ofi-
ciosa.

…

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al 
juez la prisión preventiva cuando otras me-
didas cautelares no sean suficientes para ga-
rantizar la comparecencia del imputado en 
el juicio, el desarrollo de la investigación, la 
protección de la víctima, de los testigos o 
de la comunidad, así como cuando el im-
putado esté siendo procesado o haya sido 
sentenciado previamente por la comisión de 
un delito doloso.
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El juez ordenará la prisión preventiva, ofi-
ciosamente, en los casos de delincuencia 
organizada, homicidio doloso, violación, 
secuestro, trata de personas, delitos com-
etidos con medios violentos como armas y 
explosivos, así como delitos graves que de-
termine la ley en contra de la seguridad de 
la nación, el libre desarrollo de la personali-
dad y de la salud.

… 
… 
… 
… 
…

Artículo 20

Principios del proceso penal. Derechos del indiciado y del procesado. 
Derechos de víctimas y ofendidos.

Texto original En todo juicio del orden criminal, tendrá el 
acusado las siguientes garantías:

I. Inmediatamente que lo solicite será pues-
to en libertad, bajo de fianza hasta de diez 
mil pesos, según sus circunstancias perso-
nales y la gravedad del delito que se le im-
pute, siempre que dicho delito no merezca 
ser castigado con una pena mayor de cin-
co años de prisión y sin más requisitos que 
poner la suma de dinero respectiva a dis-
posición de la autoridad, u otorgar caución 
hipotecaria o personal bastante para asegu-
rarla.

II. No podrá ser compelido a declarar en 
su contra, por lo cual queda rigurosamente 
prohibida toda incomunicación o cualquier 
otro medio que tienda a aquel objeto.
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238  •  Evolución de los artículos constitucionales

III. Se le hará saber en audiencia pública, y 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguien-
tes a su consignación a la justicia, el nombre 
de su acusador y la naturaleza y causa de 
la acusación, a fin de que conozca bien el 
hecho punible que se le atribuye y pueda 
contestar el cargo, rindiendo en este acto su 
declaración preparatoria.

IV. Será careado con los testigos que depon-
gan en su contra, los que declararán en su 
presencia si estuviesen en el lugar del juicio, 
para que pueda hacerles todas las preguntas 
conducentes a su defensa.

V. Se le recibirán los testigos y demás prue-
bas que ofrezca, concediéndosele el tiempo 
que la ley estime necesario al efecto y aux-
iliándosele para obtenes (sic) de los regla-
mentos gubernativos y de policía, el solicite, 
(sic) siempre que se encuentren en el lugar 
del proceso.1

VI. Será juzgado en audiencia pública por 
un juez o jurado de ciudadanos que sepan 
leer y escribir, vecinos del lugar y partido 
en que se cometiere el delito, siempre que 
éste pueda ser castigado con una pena may-
or de un año de prisión. En todo caso serán 
juzgados por un jurado los delitos cometi-
dos por medio de la prensa contra el orden 
público o la seguridad exterior o interior de 
la Nación.

VII. Le serán facilitados todos los datos que 
solicite para su defensa y que consten en el 
proceso.

1 

1	  Este texto fue corregido por una fe de erratas publicada el 6 de febrero de 1917 para 
quedar como sigue: “Se le recibirán los testigos y demás pruebas que ofrezca, conce-
diéndosele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándosele para obtener 
la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, siempre que se encuentren 
en el lugar del proceso”.
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VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si 
se tratare de delitos cuya pena máxima no 
exceda de dos años de prisión; y antes de 
un año si la pena máxima excediera de ese 
tiempo.

IX. Se le oirá en defensa por sí o por persona 
de su confianza, o por ambos, según su vol-
untad. En caso de no tener quien lo defien-
da, se le presentará lista de los defensores 
de oficio para que elija el que, o los que le 
convengan. Si el acusado no quiere nom-
brar defensores, después de ser requerido 
para hacerlo, al rendir su declaración pre-
paratoria, el juez le nombrará uno de oficio. 
El acusado podrá nombrar defensor desde 
el momento en que sea aprehendido, y ten-
drá derecho a que éste se halle presente en 
todos los actos del juicio; pero tendrá obli-
gación de hacerlo comparecer cuantas veces 
se necesite.

X. En ningún caso podrá prolongarse la 
prisión o detención, por falta de pago de 
honorarios de defensores o por cualqui-
era otra prestación de dinero, por causa de 
responsabilidad civil o algún otro motivo 
análogo. Tampoco podrá prolongarse la 
prisión preventiva por más tiempo del que 
como máximo fije la ley al delito que mo-
tivare el proceso. En toda pena de prisión 
que imponga una sentencia, se computará 
el tiempo de la detención.

2 de diciembre de 1948

Se modifica el requisito de 
punibilidad para la proce-
dencia de la libertad bajo 
fianza; asimismo, se am-
plía el límite máximo de la 
caución.

En todo juicio de orden criminal tendrá el 
acusado las siguientes garantías:

I. Inmediatamente que lo solicite será pues-
to en libertad bajo fianza que fijará el juez 
tomando en cuenta sus circunstancias per-
sonales y la gravedad del delito que se le 
impute, siempre que dicho delito merezca 
ser castigado con pena cuyo término me-
dio aritmético no sea mayor de cinco años 
de prisión, y sin más requisito que poner la 
suma de dinero respectiva, a disposición de 
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240  •  Evolución de los artículos constitucionales

la autoridad u otorgar caución hipotecaria 
o personal bastante para asegurarla, bajo la 
responsabilidad del juez en su aceptación.

En ningún caso la fianza o caución será may-
or de $250,000.00, a no ser que se trate de 
un delito que represente para su autor un 
beneficio económico o cause a la víctima un 
daño patrimonial, pues en estos casos la ga-
rantía será, cuando menos, tres veces mayor 
al beneficio obtenido o al daño ocasionado.

II. a X. …

14 de enero de 1985

Se redefinen los límites de 
la caución a imponer para 
obtener la libertad duran-
te el proceso, tomando en 
cuenta las modalidades 
del delito imputado.

En todo juicio del orden criminal tendrá el 
acusado las siguientes garantías:

I. Inmediatamente que lo solicite será pues-
to en libertad provisional bajo caución, que 
fijará el Juzgador, tomando en cuenta sus 
circunstancias personales y la gravedad del 
delito que se le impute, siempre que dicho 
delito, incluyendo sus modalidades, merez-
ca ser sancionado con pena cuyo término 
medio aritmético no sea mayor de cinco 
años de prisión, sin más requisito que poner 
la suma de dinero respectiva, a disposición 
de la autoridad judicial, u otorgar otra 
caución bastante para asegurarla, bajo la 
responsabilidad del Juzgador en su acepta-
ción.

La caución no excederá de la cantidad equiv-
alente a la percepción durante dos años del 
salario mínimo general vigente en el lugar 
en que se cometió el delito. Sin embargo, la 
Autoridad Judicial, en virtud de la especial 
gravedad del delito, las particulares circun-
stancias personales del imputado o de la víc-
tima, mediante resolución motivada, podrá 
incrementar el monto de la caución hasta la 
cantidad equivalente a la percepción duran-
te cuatro años del salario mínimo vigente en 
el lugar en que se cometió el delito.
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Si el delito es intencional y representa para 
su autor un beneficio económico o causa a 
la víctima daño y perjuicio patrimonial, la 
garantía será cuando menos tres veces may-
or al beneficio obtenido o a los daños y per-
juicios patrimoniales causados.

Si el delito es preterintencional o impruden-
cial, bastará que se garantice la reparación 
de los daños y perjuicios patrimoniales, y 
se estará a lo dispuesto en los dos párrafos 
anteriores.

II. a X. …

3 de septiembre de 1993

Se redefinen las bases 
para la procedencia de la 
libertad bajo caución; se 
prohíbe expresamente la 
intimidación y la tortura; 
se niega valor probatorio 
a la confesión rendida ante 
autoridad distinta al Min-
isterio Público o el juez y 
sin la presencia de defen-
sor; se extiende el ámbito 
del derecho del procesa-
do al careo y del derecho 
de defensa, que debe ser 
adecuada; se autoriza la 
ampliación del plazo máx-
imo para emitir sentencia 
cuando la prolongación 
del proceso se deba al 
ejercicio de este último 
derecho; se establece el 
derecho del inculpado a 
ser informado de los dere-
chos que se le reconocen, 
desde el inicio del pro-
ceso; se extiende la apli-
cación de ciertas garantías 
a la averiguación previa y 
se consagran algu-

En todo proceso de orden penal, tendrá el 
inculpado las siguientes garantías:

I. Inmediatamente que lo solicite, el juez 
deberá otorgarle la libertad provisional bajo 
caución, siempre y cuando se garantice el 
monto estimado de la reparación del daño 
y de las sanciones pecuniarias que en su 
caso puedan imponerse al inculpado y no 
se trate de delitos en que por su gravedad 
la ley expresamente prohíba conceder este 
beneficio.

El monto y la forma de caución que se fije 
deberán ser asequibles para el inculpado. En 
circunstancias que la ley determine, la au-
toridad judicial podrá disminuir el monto 
de la caución inicial; El juez podrá revocar 
la libertad provisional cuando el procesado 
incumpla en forma grave con cualquiera de 
las obligaciones que en términos de ley se 
deriven a su cargo en razón del proceso; II. 
No podrá ser obligado a declarar. Queda 
prohibida y será sancionada por la ley penal, 
toda incomunicación, intimidación o tor-
tura. La confesión rendida ante cualquier 
autoridad distinta del Ministerio Público o 
del juez, o ante éstos sin la asistencia de su 
defensor carecerá de todo valor probatorio;  
III. …
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242  •  Evolución de los artículos constitucionales

nos derechos de víctimas y 
ofendidos.

IV. Siempre que lo solicite, será careado en 
presencia del juez con quienes depongan en 
su contra;

V. …

VI. …

VII. …

VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si 
se tratare de delitos cuya pena máxima no 
exceda de dos años de prisión, y antes de un 
año si la pena excediere de ese tiempo, salvo 
que solicite mayor plazo para su defensa;

IX. Desde el inicio de su proceso será infor-
mado de los derechos que en su favor con-
signa esta Constitución y tendrá derecho a 
una defensa adecuada, por sí, por abogado, 
o por persona de su confianza. Si no quiere 
o no puede nombrar defensor, después de 
haber sido requerido para hacerlo, el juez 
le designará un defensor de oficio. También 
tendrá derecho a que su defensor com-
parezca en todos los actos del proceso y éste 
tendrá obligación de hacerlo cuantas veces 
se le requiera; y,

X. …

Las garantías previstas en las fracciones V, 
VII y IX también serán observadas duran-
te la averiguación previa, en los términos 
y con los requisitos y límites que las leyes 
establezcan; lo previsto en las fracciones I y 
II no estará sujeto a condición alguna. En 
todo proceso penal, la víctima o el ofendi-
do por algún delito, tendrá derecho a re-
cibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga 
la reparación del daño cuando proceda, a 
coadyuvar con el Ministerio Público, a que 
se le preste atención médica de urgencia 
cuando la requiera y, los demás que señalen 
las leyes.
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3 de julio de 1996

Se redefinen las bases para 
la procedencia de la liber-
tad bajo caución y se ex-
tiende su aplicación a la 
averiguación previa.

…

I. Inmediatamente que lo solicite, el juez 
deberá otorgarle la libertad provisional bajo 
caución, siempre y cuando no se trate de 
delitos en que, por su gravedad, la ley ex-
presamente prohíba conceder este benefi-
cio. En caso de delitos no graves, a solicitud 
del Ministerio Público, el juez podrá negar 
la libertad provisional, cuando el inculpado 
haya sido condenado con anterioridad, por 
algún delito calificado como grave por la 
ley o, cuando el Ministerio Público aporte 
elementos al juez para establecer que la lib-
ertad del inculpado representa, por su con-
ducta precedente o por las circunstancias y 
características del delito cometido, un ries-
go para el ofendido o para la sociedad.

El monto y la forma de caución que se fije, 
deberán ser asequibles para el inculpado. En 
circunstancias que la ley determine, la auto-
ridad judicial podrá modificar el monto de 
la caución. Para resolver sobre la forma y el 
monto de la caución, el juez deberá tomar 
en cuenta la naturaleza, modalidades y cir-
cunstancias del delito; las características del 
inculpado y la posibilidad de cumplimiento 
de las obligaciones procesales a su cargo; los 
daños y perjuicios causados al ofendido; así 
como la sanción pecuniaria que, en su caso, 
pueda imponerse al inculpado.

La ley determinará los casos graves en los 
cuales el juez podrá revocar la libertad pro-
visional;

II. a X. …

Las garantías previstas en las fracciones I, 
V, VII y IX también serán observadas du-
rante la averiguación previa, en los términos 
y con los requisitos y límites que las leyes 
establezcan; lo previsto en la fracción II no 
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estará sujeto a condición alguna.

…

21 de septiembre de 2000

Se crea un apartado B, 
que establece diversos 
derechos de víctimas y 
ofendidos.

En todo proceso de orden penal, el incul-
pado, la víctima o el ofendido, tendrán las 
siguientes garantías:

A. Del inculpado:

I. a III. …

IV. Cuando así lo solicite, será careado, en 
presencia del juez, con quien deponga en su 
contra, salvo lo dispuesto en la fracción V 
del Apartado B de este artículo;

V. a X. …

…

B. De la víctima o del ofendido:

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado 
de los derechos que en su favor establece 
la Constitución y, cuando lo solicite, ser in-
formado del desarrollo del procedimiento 
penal;

II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a 
que se le reciban todos los datos o elemen-
tos de prueba con los que cuente, tanto en 
la averiguación previa como en el proceso, 
y a que se desahoguen las diligencias corre-
spondientes.

Cuando el Ministerio Público considere 
que no es necesario el desahogo de la dili-
gencia, deberá fundar y motivar su negativa; 

III. Recibir, desde la comisión del delito, 
atención médica y psicológica de urgencia;

IV. Que se le repare el daño. En los casos en 
que sea procedente, el Ministerio Público 
estará obligado a solicitar la reparación del 
daño y el juzgador no podrá absolver al sen-
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tenciado de dicha reparación si ha emitido 
una sentencia condenatoria.

La ley fijará procedimientos ágiles para eje-
cutar las sentencias en materia de reparación 
del daño;

V. Cuando la víctima o el ofendido sean 
menores de edad, no estarán obligados a 
carearse con el inculpado cuando se trate 
de los delitos de violación o secuestro. En 
estos casos, se llevarán a cabo declaraciones 
en las condiciones que establezca la ley; y

VI. Solicitar las medidas y providencias que 
prevea la ley para su seguridad y auxilio. 

18 de junio de 2008

Se establecen los princip-
ios del sistema penal acu-
satorio; se modifican los 
apartados referentes a los 
derechos del imputado, de 
la víctima y del ofendido, 
y se establecen diversas 
excepciones tratándose de 
delincuencia organizada.

El proceso penal será acusatorio y oral. Se 
regirá por los principios de publicidad, con-
tradicción, concentración, continuidad e 
inmediación.

A. De los principios generales:

I. El proceso penal tendrá por objeto el es-
clarecimiento de los hechos, proteger al in-
ocente, procurar que el culpable no quede 
impune y que los daños causados por el 
delito se reparen;

II. Toda audiencia se desarrollará en pres-
encia del juez, sin que pueda delegar en ni-
nguna persona el desahogo y la valoración 
de las pruebas, la cual deberá realizarse de 
manera libre y lógica;

III. Para los efectos de la sentencia sólo 
se considerarán como prueba aquellas que 
hayan sido desahogadas en la audiencia de 
juicio. La ley establecerá las excepciones y 
los requisitos para admitir en juicio la prue-
ba anticipada, que por su naturaleza requi-
era desahogo previo;

IV. El juicio se celebrará ante un juez que 
no haya conocido del caso previamente. La
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presentación de los argumentos y los el-
ementos probatorios se desarrollará de 
manera pública, contradictoria y oral;

V. La carga de la prueba para demostrar la 
culpabilidad corresponde a la parte acusa-
dora, conforme lo establezca el tipo penal. 
Las partes tendrán igualdad procesal para 
sostener la acusación o la defensa, respec-
tivamente;

VI. Ningún juzgador podrá tratar asuntos 
que estén sujetos a proceso con cualquiera 
de las partes sin que esté presente la otra, 
respetando en todo momento el principio 
de contradicción, salvo las excepciones que 
establece esta Constitución;

VII. Una vez iniciado el proceso penal, 
siempre y cuando no exista oposición del 
inculpado, se podrá decretar su terminación 
anticipada en los supuestos y bajo las mo-
dalidades que determine la ley. Si el im-
putado reconoce ante la autoridad judicial, 
voluntariamente y con conocimiento de las 
consecuencias, su participación en el delito 
y existen medios de convicción suficientes 
para corroborar la imputación, el juez citará 
a audiencia de sentencia. La ley establecerá 
los beneficios que se podrán otorgar al in-
culpado cuando acepte su responsabilidad; 
VIII. El juez sólo condenará cuando exista 
convicción de la culpabilidad del procesado;

IX. Cualquier prueba obtenida con vio-
lación de derechos fundamentales será nula, 
y

X. Los principios previstos en este artículo, 
se observarán también en las audiencias pre-
liminares al juicio.

B. De los derechos de toda persona imputa-
da:
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I. A que se presuma su inocencia mientras 
no se declare su responsabilidad mediante 
sentencia emitida por el juez de la causa;

II. A declarar o a guardar silencio. Desde 
el momento de su detención se le harán sa-
ber los motivos de la misma y su derecho a 
guardar silencio, el cual no podrá ser utiliza-
do en su perjuicio. Queda prohibida y será 
sancionada por la ley penal, toda incomuni-
cación, intimidación o tortura. La confesión 
rendida sin la asistencia del defensor care-
cerá de todo valor probatorio; 

III. A que se le informe, tanto en el momen-
to de su detención como en su compare-
cencia ante el Ministerio Público o el juez, 
los hechos que se le imputan y los derechos 
que le asisten. Tratándose de delincuencia 
organizada, la autoridad judicial podrá au-
torizar que se mantenga en reserva el nom-
bre y datos del acusador.

La ley establecerá beneficios a favor del 
inculpado, procesado o sentenciado que 
preste ayuda eficaz para la investigación y 
persecución de delitos en materia de delin-
cuencia organizada; 

IV. Se le recibirán los testigos y demás prue-
bas pertinentes que ofrezca, concedién-
dosele el tiempo que la ley estime necesario 
al efecto y auxiliándosele para obtener la 
comparecencia de las personas cuyo testi-
monio solicite, en los términos que señale 
la ley; 

V. Será juzgado en audiencia pública por un 
juez o tribunal. La publicidad sólo podrá 
restringirse en los casos de excepción que 
determine la ley, por razones de seguridad 
nacional, seguridad pública, protección de 
las víctimas, testigos y menores, cuando se 
ponga en riesgo la revelación de datos legal-
mente protegidos, o cuando el tribunal esti-
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me que existen razones fundadas para jus-
tificarlo.

En delincuencia organizada, las actuaciones 
realizadas en la fase de investigación podrán 
tener valor probatorio, cuando no puedan 
ser reproducidas en juicio o exista riesgo 
para testigos o víctimas. Lo anterior sin 
perjuicio del derecho del inculpado de ob-
jetarlas o impugnarlas y aportar pruebas en 
contra; 

VI. Le serán facilitados todos los datos que 
solicite para su defensa y que consten en el 
proceso.

El imputado y su defensor tendrán acceso 
a los registros de la investigación cuando 
el primero se encuentre detenido y cuan-
do pretenda recibírsele declaración o en-
trevistarlo. Asimismo, antes de su primera 
comparecencia ante juez podrán consultar 
dichos registros, con la oportunidad debi-
da para preparar la defensa. A partir de este 
momento no podrán mantenerse en reserva 
las actuaciones de la investigación, salvo los 
casos excepcionales expresamente señalados 
en la ley cuando ello sea imprescindible para 
salvaguardar el éxito de la investigación y 
siempre que sean oportunamente revelados 
para no afectar el derecho de defensa;

VII. Será juzgado antes de cuatro meses si 
se tratare de delitos cuya pena máxima no 
exceda de dos años de prisión, y antes de un 
año si la pena excediere de ese tiempo, salvo 
que solicite mayor plazo para su defensa;

VIII. Tendrá derecho a una defensa adecua-
da por abogado, al cual elegirá libremente 
incluso desde el momento de su detención. 
Si no quiere o no puede nombrar un abo-
gado, después de haber sido requerido para 
hacerlo, el juez le designará un defensor pú-
blico.
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También tendrá derecho a que su defensor 
comparezca en todos los actos del proceso 
y éste tendrá obligación de hacerlo cuantas 
veces se le requiera, y

IX. En ningún caso podrá prolongarse la 
prisión o detención, por falta de pago de 
honorarios de defensores o por cualquiera 
otra prestación de dinero, por causa de re-
sponsabilidad civil o algún otro motivo 
análogo.

La prisión preventiva no podrá exceder del 
tiempo que como máximo de pena fije la 
ley al delito que motivare el proceso y en 
ningún caso será superior a dos años, salvo 
que su prolongación se deba al ejercicio del 
derecho de defensa del imputado. Si cump-
lido este término no se ha pronunciado sen-
tencia, el imputado será puesto en libertad 
de inmediato mientras se sigue el proceso, 
sin que ello obste para imponer otras medi-
das cautelares.

En toda pena de prisión que imponga una 
sentencia, se computará el tiempo de la de-
tención.

C. De los derechos de la víctima o del ofen-
dido:

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado 
de los derechos que en su favor establece 
la Constitución y, cuando lo solicite, ser in-
formado del desarrollo del procedimiento 
penal;

II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a 
que se le reciban todos los datos o elementos 
de prueba con los que cuente, tanto en la 
investigación como en el proceso, a que se 
desahoguen las diligencias correspondientes, 
y a intervenir en el juicio e interponer los re-
cursos en los términos que prevea la ley.
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Cuando el Ministerio Público considere que 
no es necesario el desahogo de la diligencia, 
deberá fundar y motivar su negativa;

III. Recibir, desde la comisión del delito, 
atención médica y psicológica de urgencia;

IV. Que se le repare el daño. En los casos 
en que sea procedente, el Ministerio Públi-
co estará obligado a solicitar la reparación 
del daño, sin menoscabo de que la víctima 
u ofendido lo pueda solicitar directamente, 
y el juzgador no podrá absolver al senten-
ciado de dicha reparación si ha emitido una 
sentencia condenatoria.

La ley fijará procedimientos ágiles para eje-
cutar las sentencias en materia de reparación 
del daño;

V. Al resguardo de su identidad y otros da-
tos personales en los siguientes casos: cuan-
do sean menores de edad; cuando se trate 
de delitos de violación, secuestro o delin-
cuencia organizada; y cuando a juicio del 
juzgador sea necesario para su protección, 
salvaguardando en todo caso los derechos 
de la defensa.

El Ministerio Público deberá garantizar la 
protección de víctimas, ofendidos, testigos y 
en general todas los sujetos que intervengan 
en el proceso. Los jueces deberán vigilar el 
buen cumplimiento de esta obligación;

VI. Solicitar las medidas cautelares y provi-
dencias necesarias para la protección y resti-
tución de sus derechos, y

VII. Impugnar ante autoridad judicial las 
omisiones del Ministerio Público en la in-
vestigación de los delitos, así como las 
resoluciones de reserva, no ejercicio, de-
sistimiento de la acción penal o suspensión 
del procedimiento cuando no esté satisfecha 
la reparación del daño.
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14 de julio de 2011

Se reconoce el derecho 
de las víctimas y ofendi-
dos del delito de trata de 
persona al resguardo de 
su identidad y otros datos 
personales.

…

A. ...

B. ...

C. ...

I. a IV. ...

V. Al resguardo de su identidad y otros 
datos personales en los siguientes casos: 
cuando sean menores de edad; cuando se 
trate de delitos de violación, trata de perso-
nas, secuestro o delincuencia organizada; y 
cuando a juicio del juzgador sea necesario 
para su protección, salvaguardando en todo 
caso los derechos de la defensa.

…

VI. a VII. …

Artículo 21

Persecución de los delitos. Imposición de penas. Acción penal. Juez de con-
trol. Sanciones administrativas. Criterios de oportunidad. Corte Penal In-
ternacional. Seguridad pública.

Texto original La imposición de las penas es propia y exclu-
siva de la autoridad judicial. La persecución 
de los delitos incumbe al Ministerio Públi-
co y a la policía judicial, la cual estará bajo 
la autoridad y mando inmediato de aquél. 
Compete a la autoridad administrativa el 
castigo de las infracciones de los reglamen-
tos gubernativos y de policía; el cual úni-
camente consistirá en multa o arresto hasta 
por treinta y seis horas; pero si el infractor 
no pagare la multa que se le hubiese impues-
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to, se permutará ésta por el arresto corre-
spondiente, que no excederá en ningún caso 
de quince días.

Si el infractor fuese jornalero u obrero, no 
podrá ser castigado con multa mayor del im-
porte de su jornal o sueldo en una semana.

3 de febrero de 1983

Se reduce la duración máx-
ima del arresto que susti-
tuye a la multa, en caso de 
incumplimiento de ésta, y 
se restringe el monto de la 
multa en algunos supues-
tos.

La Imposición de las penas es propia y ex-
clusiva de la autoridad judicial. La perse-
cución de los delitos incumbe al Ministerio 
Público y a la Policía Judicial, la cual estará 
bajo la autoridad y mando inmediato de 
aquél. Compete a la autoridad administra-
tiva la aplicación de sanciones por las infrac-
ciones de los reglamentos gubernativos y de 
policía, las que únicamente consistirán en 
multa o arresto hasta por treinta y seis horas; 
pero si el infractor no pagare la multa que se 
le hubiese impuesto, se permutará ésta por 
el arresto correspondiente, que no excederá 
en ningún caso de treinta y seis horas.

Si el infractor fuese jornalero, obrero o tra-
bajador, no podrá ser sancionado con multa 
mayor del importe de su jornal o salario de 
un día.

Tratándose de trabajadores no asalariados, la 
multa no excederá del equivalente a un día 
de su ingreso.

31 de diciembre de 1994

Se habilita la posibilidad 
de recurrir judicialmente 
las resoluciones del Min-
isterio Público sobre no 
ejercicio y desistimiento 
de la acción penal y se 
establecen las bases del 
sistema nacional de segu-
ridad pública, que se de-
fine como una función a 
cargo de los tres órdenes 
de gobierno.

… 
… 
…

Las resoluciones del Ministerio Público so-
bre el no ejercicio y desistimiento de la ac-
ción penal, podrán ser impugnadas por vía 
jurisdiccional en los términos que establezca 
la ley.

La seguridad pública es una función a car-
go de la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios, en las respectivas 
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competencias que esta Constitución señala. 
La actuación de las instituciones policiales 
se regirá por los principios de legalidad, efi-
ciencia, profesionalismo y honradez.

La Federación, el Distrito Federal, los Esta-
dos y los Municipios se coordinarán, en los 
términos que la ley señale, para establecer 
un sistema nacional de seguridad pública.

3 de julio de 1996

Se alude a la investi-
gación de los delitos 
como función del Minis-
terio Público y se define 
la labor de la policía como 
auxiliar de éste.

La imposición de las penas es propia y ex-
clusiva de la autoridad judicial. La investi-
gación y persecución de los delitos incumbe 
al Ministerio Público, el cual se auxiliará con 
una policía que estará bajo su autoridad y 
mando inmediato. Compete a la autoridad 
administrativa la aplicación de sanciones por 
las infracciones de los reglamentos guberna-
tivos y de policía, las que únicamente con-
sistirán en multa o arresto hasta por treinta 
y seis horas; pero si el infractor no pagare la 
multa que se le hubiese impuesto, se per-
mutará ésta por el arresto correspondiente, 
que no excederá en ningún caso de treinta 
y seis horas.

… 
… 
… 
… 
…

20 de junio de 2005

Se faculta al Ejecutivo 
federal para reconocer en 
cada caso, con aprobación 
del Senado, la jurisdicción 
de la Corte Penal Interna-
cional.

… 
… 
… 
… 

El Ejecutivo Federal podrá, con la aproba-
ción del Senado en cada caso, reconocer la 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional.

… 
… 
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18 de junio de 2008

Se elimina la inmediatez 
del mando del Ministerio 
Público sobre la policía; se 
introduce la acción penal 
ejercida por particulares; 
se fija la competencia ju-
dicial para la modificación 
y ejecución de las penas; 
se permite la adopción de 
criterios de oportunidad; 
se introduce el trabajo a 
favor de la comunidad 
como sanción administra-
tiva, y se redefinen las bas-
es del sistema nacional de 
seguridad pública.

La investigación de los delitos correspon-
de al Ministerio Público y a las policías, las 
cuales actuarán bajo la conducción y mando 
de aquél en el ejercicio de esta función.

El ejercicio de la acción penal ante los tribu-
nales corresponde al Ministerio Público. La 
ley determinará los casos en que los partic-
ulares podrán ejercer la acción penal ante la 
autoridad judicial.

La imposición de las penas, su modificación 
y duración son propias y exclusivas de la au-
toridad judicial.

Compete a la autoridad administrativa 
la aplicación de sanciones por las infrac-
ciones de los reglamentos gubernativos y de 
policía, las que únicamente consistirán en 
multa, arresto hasta por treinta y seis horas 
o en trabajo a favor de la comunidad; pero 
si el infractor no pagare la multa que se le 
hubiese impuesto, se permutará esta por el 
arresto correspondiente, que no excederá 
en ningún caso de treinta y seis horas.

Si el infractor de los reglamentos guber-
nativos y de policía fuese jornalero, obrero 
o trabajador, no podrá ser sancionado con 
multa mayor del importe de su jornal o sal-
ario de un día.

Tratándose de trabajadores no asalariados, 
la multa que se imponga por infracción de 
los reglamentos gubernativos y de policía, 
no excederá del equivalente a un día de su 
ingreso.

El Ministerio Público podrá considerar cri-
terios de oportunidad para el ejercicio de la 
acción penal, en los supuestos y condiciones 
que fije la ley.

El Ejecutivo Federal podrá, con la aproba-
ción del Senado en cada caso, reconocer la 
jurisdicción de la Corte Penal Internacion-
al.
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La seguridad pública es una función a car-
go de la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios, que comprende la 
prevención de los delitos; la investigación y 
persecución para hacerla efectiva, así como 
la sanción de las infracciones administrati-
vas, en los términos de la ley, en las respec-
tivas competencias que esta Constitución 
señala. La actuación de las instituciones de 
seguridad pública se regirá por los prin-
cipios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los 
derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución.

Las instituciones de seguridad pública serán 
de carácter civil, disciplinado y profesion-
al. El Ministerio Público y las instituciones 
policiales de los tres órdenes de gobierno 
deberán coordinarse entre sí para cumplir 
los objetivos de la seguridad pública y con-
formarán el Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, que estará sujeto a las siguientes 
bases mínimas:

a) La regulación de la selección, ingreso, 
formación, permanencia, evaluación, recon-
ocimiento y certificación de los integrantes 
de las instituciones de seguridad pública. La 
operación y desarrollo de estas acciones será 
competencia de la Federación, el Distrito 
Federal, los Estados y los municipios en el 
ámbito de sus respectivas atribuciones.

b) El establecimiento de las bases de datos 
criminalísticos y de personal para las insti-
tuciones de seguridad pública. Ninguna 
persona podrá ingresar a las instituciones 
de seguridad pública si no ha sido debida-
mente certificado y registrado en el sistema.

c) La formulación de políticas públicas ten-
dientes a prevenir la comisión de delitos.
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256  •  Evolución de los artículos constitucionales

d) Se determinará la participación de la co-
munidad que coadyuvará, entre otros, en 
los procesos de evaluación de las políticas 
de prevención del delito así como de las in-
stituciones de seguridad pública.

e) Los fondos de ayuda federal para la segu-
ridad pública, a nivel nacional serán aporta-
dos a las entidades federativas y municipios 
para ser destinados exclusivamente a estos 
fines.

29 de enero de 2016

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación del Distrito Fed-
eral en una entidad fed-
erativa llamada Ciudad de 
México.

… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
…

La seguridad pública es una función a cargo 
de la Federación, las entidades federativas 
y los Municipios, que comprende la pre-
vención de los delitos; la investigación y per-
secución para hacerla efectiva, así como la 
sanción de las infracciones administrativas, 
en los términos de la ley, en las respectivas 
competencias que esta Constitución señala. 
La seguridad pública es una función a cargo 
de la Federación, las entidades federativas 
y los Municipios, que comprende la pre-
vención de los delitos; la investigación y per-
secución para hacerla efectiva, así como la 
sanción de las infracciones administrativas, 
en los términos de la ley, en las respectivas 
competencias que esta Constitución señala. 
La actuación de las instituciones de seguri-
dad pública se regirá por los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia, profesion-
alismo, honradez y respeto a los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución.

...
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...

a) La regulación de la selección, ingreso, 
formación, permanencia, evaluación, recon-
ocimiento y certificación de los integrantes 
de las instituciones de seguridad pública. La 
operación y desarrollo de estas acciones será 
competencia de la Federación, las entidades 
federativas y los Municipios en el ámbito de 
sus respectivas atribuciones.

b) a e) ... 

Artículo 22

Penas proscritas. Principio de proporcionalidad de las penas. Actos no con-
siderados confiscatorios. Extinción de dominio.

Texto original Quedan prohibidas las penas de mutilación 
y de infamia, la marca, los azotes, los palos, 
el tormento de cualquiera especie, la multa 
excesiva, la confiscación de bienes, y cuales-
quiera otras penas inusitadas y trascenden-
tales.

No se considerará como confiscación de 
bienes, la aplicación total o parcial de los 
bienes de una persona, hecha por la auto-
ridad judicial, para el pago de la responsab-
ilidad civil resultante de la comisión de un 
delito, o para el pago de impuestos o multas.

Queda también prohibida la pena de muerte 
por delitos políticos, y en cuanto a los 
demás, sólo podrá imponerse al traidor a la 
Patria en guerra extranjera, al parricida, al 
homicida con alevosía, premeditación y ven-
taja, al incendiario, al plagiario, al salteador 
de caminos, al pirata y a los reos de delitos 
graves del orden militar.

28 de diciembre de 1982

No se considerará confis-
cación el decomiso de bie-

Quedan prohibidas las penas de mutilación 
y de infamia, la marca, los azotes, los palos, 
el tormento de cualquier especie, la multa 
excesiva, la confiscación de bienes y cuales-
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258  •  Evolución de los artículos constitucionales

nes con motivo de en-
riquecimiento ilícito.

quiera otras penas inusitadas y trascenden-
tales.

No se considerará como confiscación de 
bienes la aplicación total o parcial de los 
bienes de una persona hecha por la autori-
dad judicial, para el pago de la responsabi-
lidad civil resultante de la comisión de un 
delito, o para el pago de impuesto o mul-
tas, ni el decomiso de los bienes en caso del 
enriquecimiento ilícito en los términos del 
artículo 109.

Queda también prohibida la pena de 
muerte por delitos políticos, y en cuanto a 
los demás, sólo podrá imponerse al traidor 
a la Patria en guerra extranjera, al parricida, 
al homicida con alevosía, premeditación o 
ventaja, al incendiario, al plagiario, al salt-
eador de caminos, al pirata y a los reos de 
delitos graves del orden militar.

3 de julio de 1996

No se considerará con-
fiscación el decomiso de 
bienes que sean propiedad 
de los sentenciados por 
delincuencia organizada 
o respecto de los cuales 
éstos se conduzcan como 
dueños, si no acreditan su 
legítima procedencia.

…

No se considerará confiscación de bienes la 
aplicación total o parcial de los bienes de 
una persona hecha por la autoridad judicial, 
para el pago de la responsabilidad civil re-
sultante de la comisión de un delito, o para 
el pago de impuestos o multas. Tampoco 
se considerará confiscación el decomiso que 
ordene la autoridad judicial, de los bienes, 
en caso del enriquecimiento ilícito, en los 
términos del artículo 109; ni el decomiso de 
los bienes propiedad del sentenciado, por 
delitos de los previstos como de delincuen-
cia organizada, o el de aquéllos respecto de 
los cuales éste se conduzca como dueño, si 
no acredita la legítima procedencia de di-
chos bienes.

…

8 de marzo de 1999 … 
…
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No se considerará confis-
cación la aplicación a favor 
del Estado de los bienes 
que causen abandono.

No se considerará confiscación la aplicación 
a favor del Estado de bienes asegurados que 
causen abandono en los términos de las dis-
posiciones aplicables. La autoridad judicial 
resolverá que se apliquen en favor del Es-
tado los bienes que hayan sido asegurados 
con motivo de una investigación o proce-
so que se sigan por delitos de delincuencia 
organizada, cuando se ponga fin a dicha 
investigación o proceso, sin que haya un 
pronunciamiento sobre los bienes asegura-
dos. La resolución judicial se dictará previo 
procedimiento en el que se otorgue audien-
cia a terceros y se acredite plenamente el cu-
erpo del delito previsto por la ley como de 
delincuencia organizada, siempre y cuando 
se trate de bienes respecto de los cuales el 
inculpado en la investigación o proceso cit-
ados haya sido poseedor, propietario o se 
haya conducido como tales, independiente-
mente de que hubieran sido transferidos a 
terceros, salvo que éstos acrediten que son 
poseedores o adquirentes de buena fe.

…

9 de diciembre de 2005

Se abole la pena de 
muerte, en concordancia 
con la reforma al artículo 
14.

Quedan prohibidas las penas de muerte, de 
mutilación, de infamia, la marca, los azotes, 
los palos, el tormento de cualquier especie, 
la multa excesiva, la confiscación de bienes 
y cualesquiera otras penas inusitadas y tras-
cendentales.

…

…

Se deroga el párrafo cuarto.

18 de junio de 2008

Se consagra el principio 
de proporcionalidad de 
las penas con respecto al 
delito que se sancione y al 
bien jurídico afectado; se 

Quedan prohibidas las penas de muerte, de 
mutilación, de infamia, la marca, los azotes, 
los palos, el tormento de cualquier especie, 
la multa excesiva, la confiscación de bienes 
y cualesquiera otras penas inusitadas y tras-
cendentales. Toda pena deberá ser propor-
cional al delito que sancione y al bien ju-
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elimina la expresa alusión 
al carácter judicial de la 
decisión que aplica los 
bienes de una persona al 
pago de multas o impues-
tos; se elimina el funda-
mento del decomiso de 
bienes vinculados con la 
delincuencia organizada, 
y se establecen las bases de 
la extinción de dominio a 
través de un procedimien-
to jurisdiccional autóno-
mo.

rídico afectado.

No se considerará confiscación la aplicación 
de bienes de una persona cuando sea de-
cretada para el pago de multas o impues-
tos, ni cuando la decrete una autoridad ju-
dicial para el pago de responsabilidad civil 
derivada de la comisión de un delito. Tam-
poco se considerará confiscación el decom-
iso que ordene la autoridad judicial de los 
bienes en caso de enriquecimiento ilícito en 
los términos del artículo 109, la aplicación 
a favor del Estado de bienes asegurados que 
causen abandono en los términos de las 
disposiciones aplicables, ni la de aquellos 
bienes cuyo dominio se declare extinto en 
sentencia. En el caso de extinción de do-
minio se establecerá un procedimiento que 
se regirá por las siguientes reglas:

I. Será jurisdiccional y autónomo del de 
materia penal;

II. Procederá en los casos de delincuencia 
organizada, delitos contra la salud, secues-
tro, robo de vehículos y trata de personas, 
respecto de los bienes siguientes:

a) Aquellos que sean instrumento, objeto 
o producto del delito, aun cuando no se 
haya dictado la sentencia que determine la 
responsabilidad penal, pero existan elemen-
tos suficientes para determinar que el hecho 
ilícito sucedió.

b) Aquellos que no sean instrumento, ob-
jeto o producto del delito, pero que hayan 
sido utilizados o destinados a ocultar o 
mezclar bienes producto del delito, siempre 
y cuando se reúnan los extremos del inciso 
anterior.

c) Aquellos que estén siendo utilizados para 
la comisión de delitos por un tercero, si su 
dueño tuvo conocimiento de ello y no lo no-
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tificó a la autoridad o hizo algo para im-
pedirlo.

d) Aquellos que estén intitulados a nombre 
de terceros, pero existan suficientes ele-
mentos para determinar que son producto 
de delitos patrimoniales o de delincuencia 
organizada, y el acusado por estos delitos se 
comporte como dueño.

III. Toda persona que se considere afecta-
da podrá interponer los recursos respectivos 
para demostrar la procedencia lícita de los 
bienes y su actuación de buena fe, así como 
que estaba impedida para conocer la uti-
lización ilícita de sus bienes.

25 de mayo de 2015

Se introduce el enriquec-
imiento ilícito como 
hipótesis de procedencia 
de la extinción de domin-
io.

… 
…

I. ...

II. Procederá en los casos de delincuencia 
organizada, delitos contra la salud, secues-
tro, robo de vehículos, trata de personas 
y enriquecimiento ilícito, respecto de los 
bienes siguientes: a) a d) ...

III. ...

Artículo 23

Instancias en materia penal. Ne bis in idem. Prohibición de absolución de 
la instancia.

Texto original Ningún juicio criminal deberá tener más de 
tres instancias. Nadie puede ser juzgado dos 
veces por el mismo delito, ya sea que en el 
juicio se le absuelva o se le condene. Queda 
prohibida la práctica de absolver de la in-
stancia.
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Artículo 73, fracción XXI

Facultades del Congreso de la Unión para legislar en materia penal

Texto original Art. 73.- El Congreso tiene facultad:

XXI. Para definir los delitos y faltas contra la 
Federación y fijar los castigos que por ellos 
deban imponerse.

3 de julio de 1996

Facultad de las autori-
dades federales para con-
ocer de delitos locales.

Para establecer los delitos y faltas contra la 
Federación y fijar los castigos que por ellos 
deban imponerse.

Las autoridades federales podrán conocer 
también de los delitos del fuero común, 
cuando éstos tengan conexidad con delitos 
federales;

28 de noviembre de 2005

Facultad de las autori-
dades locales para conocer 
de delitos federales.

… 
…

En las materias concurrentes previstas en 
esta Constitución, las leyes federales esta-
blecerán los supuestos en que las autori-
dades del fuero común podrán conocer y 
resolver sobre delitos federales;

18 de junio de 2008

Federalización de la nor-
mativa sobre delincuencia 
organizada

Para establecer los delitos y faltas contra la 
Federación y fijar los castigos que por ellos 
deban imponerse, así como legislar en ma-
teria de delincuencia organizada.

… 
…

4 de mayo de 2009

Ley general en materia de 
secuestro.

Para establecer los delitos y las faltas contra 
la Federación y fijar los castigos que por ellos 
deban imponerse; expedir una ley general en 
materia de secuestro, que establezca, como 
mínimo, los tipos penales y sus sanciones, 
la distribución de competencias y las formas 
de coordinación entre la Federación, el Dis-
trito Federal, los Estados y los Municipios; 
así como legislar en materia de delincuencia 
organizada.

... 

...
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14 de julio de 2011

Ley general en materia de 
trata de personas.

Para establecer los delitos y las faltas contra 
la Federación y fijar los castigos que por el-
los deban imponerse; expedir leyes generales 
en materias de secuestro, y trata de personas, 
que establezcan, como mínimo, los tipos 
penales y sus sanciones, la distribución de 
competencias y las formas de coordinación 
entre la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios; así como legislar 
en materia de delincuencia organizada.

… 
…

25 de junio de 2012

Se faculta a las autori-
dades federales para con-
ocer de delitos contra pe-
riodistas o que afecten el 
derecho de información o 
las libertades de expresión 
e imprenta.

…

Las autoridades federales podrán conoc-
er también de los delitos del fuero común, 
cuando éstos tengan conexidad con delitos 
federales o delitos contra periodistas, per-
sonas o instalaciones que afecten, limiten o 
menoscaben el derecho a la información o 
las libertades de expresión o imprenta.

…

8 de octubre de 2013

Se atribuye al Congreso 
de la Unión la facultad 
de expedir la normativa 
procesal y ejecutiva penal, 
así como la referente a los 
mecanismos de solución 
de controversias.

Para expedir:

a) Las leyes generales en materias de secues-
tro y trata de personas, que establezcan como 
mínimo, los tipos penales y sus sanciones.

Las leyes generales contemplarán también 
la distribución de competencias y las formas 
de coordinación entre la Federación, las en-
tidades federativas, el Distrito Federal y los 
municipios;

b) La legislación que establezca los delitos 
y las faltas contra la Federación y las penas 
y sanciones que por ellos deban imponerse; 
así como legislar en materia de delincuencia 
organizada;
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c) La legislación única en materia proced-
imental penal, de mecanismos alternativos 
de solución de controversias y de ejecución 
de penas que regirá en la República en el 
orden federal y en el fuero común.

Las autoridades federales podrán conocer 
de los delitos del fuero común, cuando és-
tos tengan conexidad con delitos federales o 
delitos contra periodistas, personas o insta-
laciones que afecten, limiten o menoscaben 
el derecho a la información o las libertades 
de expresión o imprenta.

En las materias concurrentes previstas en 
esta Constitución, las leyes federales esta-
blecerán los supuestos en que las autori-
dades del fuero común podrán conocer y 
resolver sobre delitos federales;

10 de febrero de 2014

Ley general en materia de 
delitos electorales.

…

a) Las leyes generales en materias de secues-
tro, trata de personas y delitos electorales, 
que establezcan como mínimo, los tipos pe-
nales y sus sanciones.

… 
… 
… 
… 
…

2 de julio de 2015

Ley nacional de justicia 
para adolescentes.

… 
… 
… 
…

c) La legislación única en materia proced-
imental penal, de mecanismos alternativos 
de solución de controversias, de ejecución 
de penas y de justicia penal para adoles-
centes, que regirá en la República en el 
orden federal y en el fuero común.

… 
...
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10 de julio de 2015

Se autoriza al Congreso 
para expedir diversas leyes 
generales, considerando 
tanto hipótesis previa-
mente señaladas como 
nuevos supuestos.

…

a) Las leyes generales que establezcan como 
mínimo, los tipos penales y sus sanciones 
en las materia de secuestro, desaparición 
forzada de personas, otras formas de pri-
vación de la libertad contrarias a la ley, trata 
de personas, tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, así como 
electoral.

… 
… 
… 
… 
…

29 de enero de 2016

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación del Distrito Fed-
eral en una entidad fed-
erativa llamada Ciudad de 
México.

…

…

Las leyes generales contemplarán también 
la distribución de competencias y las formas 
de coordinación entre la Federación, las en-
tidades federativas y los Municipios;

… 
… 
… 
…

Artículo 73, fracción XXIX-X

Ley general de víctimas

Texto original

Fracción incorporada el 
25 de julio de 2016, para 
facultar al Congreso de 
la Unión a legislar sobre 
derechos de las víctimas.

Para expedir la ley general que establezca la 
concurrencia de la federación, las entidades 
federativas, los municipios y, en su caso, las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, en materia de derechos de las 
víctimas.
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Artículo 89, fracción XIV

Indulto

Texto original Las facultades y obligaciones del Presidente 
son las siguientes:

XIV. Conceder, conforme a las leyes, in-
dultos a los reos sentenciados por delitos 
de competencia de los tribunales federales 
y a los sentenciados por delitos del orden 
común, en el Distrito Federal y Territorios.

8 de octubre de 1974

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación de los territorios 
federales en entidades fed-
erativas.

Conceder, conforme a las leyes, indultos a 
los reos sentenciados por delitos de com-
petencia de los tribunales federales y a los 
sentenciados por delitos del orden común, 
en el Distrito Federal;

29 de enero de 2016

El Presidente de la 
República pierde la facul-
tad de indultar a los sen-
tenciados por delitos suje-
tos a la competencia local 
cometidos en la Ciudad 
de México.

Conceder, conforme a las leyes, indultos a 
los reos sentenciados por delitos de compe-
tencia de los tribunales federales;

Artículo 102, apartado A

Procuraduría General de la República-Fiscalía General de la República

Texto original La ley organizará el Ministerio Público de 
la Federación, cuyos funcionarios serán 
nombrados y removidos libremente por el 
Ejecutivo, debiendo estar presididos por un 
Procurador General, el que deberá tener las 
mismas calidades requeridas para ser Magis-
trado de la Suprema Corte.

Estará a cargo del Ministerio Público de la 
Federación la persecución, ante los tribu-
nales, de todos los delitos del orden federal;
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y, por lo mismo, a él le corresponderá so-
licitar las órdenes de aprehensión contra 
los reos; buscar y presentar las pruebas que 
acrediten la responsabilidad de éstos; hacer 
que los juicios se sigan con toda regulari-
dad para que la administración de justicia 
sea pronta y expedita; pedir la aplicación de 
las penas e intervenir en todos los negocios 
que la misma ley determinare.

El Procurador General de la República in-
tervendrá personalmente en todos los ne-
gocios en que la Federación fuese parte; en 
los casos de los Ministros, Diplomáticos y 
Cónsules Generales, y en aquellos que se 
suscitaren entre dos o más Estados de la 
Unión, entre un Estado y la Federación 
o entre los Poderes de un mismo Estado. 
En los demás casos en que deba intervenir 
el Ministerio Público de la Federación, el 
Procurador General podrá intervenir por sí 
o por medio de alguno de sus agentes.

El Procurador General de la República será 
el consejero jurídico del Gobierno; tanto 
él como sus agentes se someterán estricta-
mente a las disposiciones de la ley, siendo 
responsables de toda falta u omisión o vi-
olación en que incurran con motivo de sus 
funciones.

11 de septiembre de 
1940

Se establece que el nom-
bramiento y remoción de 
los funcionarios del Min-
isterio Público deberá 
hacerse de conformidad 
con la ley respectiva, y no 
libremente.

La Ley organizará al Ministerio Público 
de la Federación, cuyos funcionarios serán 
nombrados y removidos por el Ejecutivo, 
de acuerdo con la ley respectiva, debiendo 
estar presididos por un Procurador General, 
el que deberá tener las mismas calidades re-
queridas para ser Magistrado de la Suprema 
Corte de Justicia.

Estará a cargo del Ministerio Público de la 
Federación la persecución, ante los Tribu-
nales, de todos los delitos del orden federal; 
y, por lo mismo, a él le corresponderá solic-
itar las órdenes de aprehensión contra los 
reos; buscar y presentar las pruebas que acre-
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268  •  Evolución de los artículos constitucionales

diten la responsabilidad de éstos; hacer que 
los juicios se sigan con toda regularidad para 
que la administración de justicia sea pronta y 
expedita; pedir la aplicación de las penas e in-
tervenir en todos los negocios que la misma 
ley determinare.

El Procurador General de la República inter-
vendrá personalmente en todos los negocios 
en que la Federación fuese parte; en los casos 
de los Ministros, Diplomáticos y Cónsules 
Generales, y en aquellos que se suscitaren 
entre dos o más Estados de la Unión, entre 
un Estado y la Federación o entre los Pode-
res de un mismo Estado. En los demás casos 
en que deba intervenir el Ministerio Público 
de la Federación, el Procurador General po-
drá intervenir por sí o por medio de alguno 
de sus Agentes.

El Procurador General de la República será 
el Consejero Jurídico del Gobierno; tanto 
él como sus Agentes se someterán estrict-
amente a las disposiciones de la ley, siendo 
responsables de toda falta, omisión o vio-
lación en que incurran con motivo de sus 
funciones.

25 de octubre de 1967

Se autoriza al Procurador 
General para intervenir 
por medio de sus agentes 
en los asuntos en los que 
la Federación fuese parte 
y en los relacionados con 
diplomáticos y cónsules.

La ley organizará al Ministerio Público de 
la Federación, cuyos funcionarios serán 
nombrados y removidos por el Ejecutivo, 
de acuerdo con la ley respectiva, debiendo 
estar presididos por un Procurador Gener-
al, el que deberá tener las mismas calidades 
requeridas para ser ministro de la Suprema 
Corte de Justicia.

Incumbe al Ministerio Público de la Fed-
eración, la persecución, ante los tribunales, 
de todos los delitos del orden federal; y, por 
lo mismo, a él le corresponderá solicitar las 
órdenes de aprehensión contra los incul-
pados; buscar y presentar las pruebas que 
acrediten la responsabilidad de éstos; hacer 
que los juicios se sigan con toda regularidad 
para que acrediten la responsabilidad de éstos;
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hacer que los juicios se sigan con toda regu-
laridad para que la administración de justicia 
sea pronta y expedita; pedir la aplicación de las 
penas e intervenir en todos los negocios que 
la ley determine.

El Procurador General de la República in-
tervendrá personalmente en las controversias 
que se suscitaren entre dos o más Estados de 
la Unión, entre un Estado y la Federación o 
entre los Poderes de un mismo Estado.

En todos los negocios en que la Federación 
fuese parte; en los casos de los diplomáticos 
y los cónsules generales y en los demás en 
que deba intervenir el Ministerio Público de 
la Federación, el Procurador General lo hará 
por sí o por medio de sus agentes.

El Procurador General de la República será 
el consejero jurídico del Gobierno. Tanto él 
como sus agentes serán responsables de toda 
falta, omisión o violación a la ley, en que in-
curran con motivo de sus funciones.

28 de enero de 1992

El artículo 102 de la Con-
stitución Política de los 
Estados Unidos Mexica-
nos pasa a ser el apartado 
A del propio artículo y se 
adiciona a éste un aparta-
do B, que desde entonces 
contiene las bases consti-
tucionales de las comis-
iones nacional y estatales 
de derechos humanos. 

(Esta reforma no se transcribe por no referirse 
directamente a la materia penal).

31 de diciembre de 1994

Se faculta al Senado para 
ratificar el nombramiento 
del Procurador General y 
se señalan los requisitos 
que se deberán cumplir para

A.- La ley organizará el Ministerio Publico 
de la Federación, cuyos funcionarios serán 
nombrados y removidos por el Ejecutivo, 
de acuerdo con la ley respectiva. El Ministe-
rio Público de la Federación estará presidido 
por un Procurador General de la República, 
designado por el Titular del Ejecutivo Fede-
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270  •  Evolución de los artículos constitucionales

ocupar ese cargo; se indica 
la obligación del Procura-
dor de intervenir personal-
mente en las controversias 
constitucionales y en las 
acciones de inconstitucio-
nalidad, y se transfiere su 
función de consejero jurídi-
co a una dependencia del 
Ejecutivo.

ral con ratificación del Senado o, en sus 
recesos, de la Comisión Permanente. Para 
ser Procurador se requiere: ser ciudadano 
mexicano por nacimiento; tener cuando 
menos treinta y cinco años cumplidos el día 
de la designación; contar, con antigüedad 
mínima de diez años, con título profesional 
de licenciado en derecho; gozar de buena 
reputación, y no haber sido condenado por 
delito doloso. El procurador podrá ser re-
movido libremente por el Ejecutivo.

…

El Procurador General de la República in-
tervendrá personalmente en las controver-
sias y acciones a que se refiere el artículo 
105 de esta Constitución.

…

El Procurador General de la República y sus 
agentes, serán responsables de toda falta, 
omisión o violación a la ley en que incurran 
con motivo de sus funciones.

La función de consejero jurídico del Gobi-
erno, estará a cargo de la dependencia del 
Ejecutivo Federal que, para tal efecto, es-
tablezca la ley.

B. . . .

13 de septiembre de 1999

Reforma al apartado B.

(No se transcribe por no referirse directa-
mente a la materia penal).

10 de junio de 2011

Reforma al apartado B.

(No se transcribe por no referirse directa-
mente a la materia penal).
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10 de febrero de 2014

La Procuraduría Gen-
eral de la República se 
transforma en un órgano 
constitucional autónomo 
denominado Fiscalía Gen-
eral de la República y se 
establecen sus bases.

A. El Ministerio Público se organizará en 
una Fiscalía General de la República como 
órgano público autónomo, dotado de per-
sonalidad jurídica y de patrimonio propios.

Para ser Fiscal General de la República se 
requiere: ser ciudadano mexicano por na-
cimiento; tener cuando menos treinta y cin-
co años cumplidos el día de la designación; 
contar, con antigüedad mínima de diez 
años, con título profesional de licenciado 
en derecho; gozar de buena reputación, y 
no haber sido condenado por delito doloso.

El Fiscal General durará en su encargo 
nueve años, y será designado y removido 
conforme a lo siguiente:

I. A partir de la ausencia definitiva del Fiscal 
General, el Senado de la República contará 
con veinte días para integrar una lista de al 
menos diez candidatos al cargo, aprobada 
por las dos terceras partes de los miembros 
presentes, la cual enviará al Ejecutivo Fed-
eral.

Si el Ejecutivo no recibe la lista en el plazo 
antes señalado, enviará libremente al Sena-
do una terna y designará provisionalmente al 
Fiscal General, quien ejercerá sus funciones 
hasta en tanto se realice la designación defin-
itiva conforme a lo establecido en este artícu-
lo. En este caso, el Fiscal General designado 
podrá formar parte de la terna.

II. Recibida la lista a que se refiere la frac-
ción anterior, dentro de los diez días sigui-
entes el Ejecutivo formulará una terna y la 
enviará a la consideración del Senado.

III. El Senado, con base en la terna y previa 
comparecencia de las personas propuestas, 
designará al Fiscal General con el voto de 
las dos terceras partes de los miembros pre-
sentes dentro del plazo de diez días.

El Sistema penal.indb   271 13/01/17   14:25

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/6EDes6

DR © 2016. 
Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas, 

Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 
Secretaría de Gobernación 



272  •  Evolución de los artículos constitucionales

En caso de que el Ejecutivo no envíe la 
terna a que se refiere la fracción anterior, 
el Senado tendrá diez días para designar al 
Fiscal General de entre los candidatos de la 
lista que señala la fracción I.

Si el Senado no hace la designación en los 
plazos que establecen los párrafos anteri-
ores, el Ejecutivo designará al Fiscal Gen-
eral de entre los candidatos que integren la 
lista o, en su caso, la terna respectiva.

IV. El Fiscal General podrá ser removi-
do por el Ejecutivo Federal por las causas 
graves que establezca la ley. La remoción 
podrá ser objetada por el voto de la mayoría 
de los miembros presentes de la Cámara de 
Senadores dentro de un plazo de diez días 
hábiles, en cuyo caso el Fiscal General será 
restituido en el ejercicio de sus funciones. 
Si el Senado no se pronuncia al respecto, se 
entenderá que no existe objeción.

V. En los recesos del Senado, la Comisión 
Permanente lo convocará de inmediato a 
sesiones extraordinarias para la designación 
o formulación de objeción a la remoción 
del Fiscal General.

VI. Las ausencias del Fiscal General serán 
suplidas en los términos que determine la ley.

Corresponde al Ministerio Público la per-
secución, ante los tribunales, de todos los 
delitos del orden federal; y, por lo mismo, 
solicitará las medidas cautelares contra los 
imputados; buscará y presentará las pruebas 
que acrediten la participación de éstos en 
hechos que las leyes señalen como delito; 
procurará que los juicios federales en mate-
ria penal se sigan con toda regularidad para 
que la impartición de justicia sea pronta y 
expedita; pedirá la aplicación de las penas, e 
intervendrá en todos los asuntos que la ley 
determine
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La Fiscalía General contará, al menos, con 
las fiscalías especializadas en materia de deli-
tos electorales y de combate a la corrupción, 
cuyos titulares serán nombrados y remov-
idos por el Fiscal General de la República. 
El nombramiento y remoción de los fiscales 
especializados antes referidos podrán ser 
objetados por el Senado de la República 
por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes, en el plazo que fije la 
ley; si el Senado no se pronunciare en este 
plazo, se entenderá que no tiene objeción.

La ley establecerá las bases para la formación 
y actualización de los servidores públicos de 
la Fiscalía, así como para el desarrollo de la 
carrera profesional de los mismos, la cual se 
regirá por los principios de legalidad, obje-
tividad, eficiencia, profesionalismo, honra-
dez y respeto a los derechos humanos.

El Fiscal General presentará anualmente a 
los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la 
Unión un informe de actividades. Com-
parecerá ante cualquiera de las Cámaras 
cuando se le cite a rendir cuentas o a infor-
mar sobre su gestión.

El Fiscal General de la República y sus agen-
tes, serán responsables de toda falta, omis-
ión o violación a la ley en que incurran con 
motivo de sus funciones.

B. ...

29 de enero de 2016

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación del Distrito Fed-
eral en una entidad fed-
erativa llamada Ciudad de 
México.

A. El Ministerio Público de la Federación 
se organizará en una Fiscalía General de la 
República como órgano público autónomo, 
dotado de personalidad jurídica y patrimo-
nio propio.

… 
…

I. a VI. …

El Sistema penal.indb   273 13/01/17   14:25

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/6EDes6

DR © 2016. 
Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas, 

Secretaría de Cultura - Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 
Secretaría de Gobernación 



274  •  Evolución de los artículos constitucionales

Corresponde al Ministerio Público de la 
Federación la persecución, ante los tribu-
nales, de todos los delitos del orden feder-
al; y, por lo mismo, solicitará las medidas 
cautelares contra los imputados; buscará y 
presentará las pruebas que acrediten la par-
ticipación de éstos en hechos que las leyes 
señalen como delito; procurará que los 
juicios federales en materia penal se sigan 
con toda regularidad para que la impartición 
de justicia sea pronta y expedita; pedirá la 
aplicación de las penas, e intervendrá en to-
dos los asuntos que la ley determine.

… 
… 
… 
…

B. … (Se reforman algunos extremos del 
apartado B, pero no se transcriben por no 
corresponder directamente a la materia 
pena).

Artículo 108

Definición de servidor público. Inmunidad parcial del Presidente de la 
República. Responsabilidad de servidores públicos locales. Declaración pat-
rimonial y de intereses

Texto original Los Senadores y Diputados al Congreso de 
la Unión, los Magistrados de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, los Secre-
tarios de Despacho y el Procurador General 
de la República, son responsables por los 
delitos comunes que cometan durante el ti-
empo de su encargo, y por los delitos, faltas 
u omisiones en que incurran en el ejercicio 
de ese mismo cargo.

Los Gobernadores de los Estados y los 
Diputados a las Legislaturas locales, son re-
sponsables por violaciones a la Constitución 
y leyes federales.

El Presidente de la República, durante el tie-
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mpo de su encargo, sólo podrá ser acusado 
por traición a la patria, y delitos graves del 
orden común.

28 de diciembre de 1982

Se define el concepto de 
servidor público para efec-
tos del título; se amplía el 
catálogo de servidores pú-
blicos locales a los que se 
puede atribuir responsab-
ilidad por ilícitos del or-
den federal, y se dispone 
que las constituciones lo-
cales deberán establecer 
la definición de servidores 
públicos para efectos de 
responsabilidades a cargo 
de éstas.

Para los efectos de las responsabilidades a 
que alude este Título se reputarán como 
servidores públicos a los representantes de 
elección popular, a los miembros de los po-
deres Judicial Federal y Judicial del Distrito 
Federal, a los funcionarios y empleados, y, 
en general a toda persona que desempeñe 
un empleo, cargo o comisión de cualqui-
er naturaleza en la Administración Pública 
Federal o en el Distrito Federal, quienes 
serán responsables por los actos u omisiones 
en que incurran en el desempeño de sus re-
spectivas funciones.

El Presidente de la República, durante el ti-
empo de su encargo, sólo podrá ser acusado 
por traición a la patria y delitos graves del 
orden común.

Los Gobernadores de los Estados, los 
Diputados a las Legislaturas Locales y los 
Magistrados de los Tribunales Superiores 
de Justicia Locales, serán responsables por 
violaciones a esta Constitución y a las leyes 
federales, así como por el manejo indebido 
de fondos y recursos federales.

Las Constituciones de los Estados de la 
República precisarán, en los mismos térmi-
nos del primer párrafo de este artículo y 
para los efectos de sus responsabilidades, el 
carácter de servidores públicos de quienes 
desempeñen empleo, cargo o comisión en 
los Estados y en los Municipios.

31 de diciembre de 1994

Se establece la responsab-
ilidad de los miembros de 
los consejos de la judica-
tura locales.

... 

...

Los Gobernadores de los Estados, los 
Diputados a las Legislaturas Locales, los 
Magistrados de los Tribunales Superiores 
de Justicia Locales y, en su caso, los miem-
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bros de los Consejos de las Judicaturas Lo-
cales, serán responsables por violaciones a 
esta Constitución y a las leyes federales, así 
como por el manejo indebido de fondos y 
recursos federales.

…

22 de agosto de 1996

Se considera a los servi-
dores públicos del Institu-
to Federal Electoral como 
sujetos de la responsabil-
idad regulada en la Con-
stitución.

Para los efectos de las responsabilidades a 
que alude este Título se reputarán como 
servidores públicos a los representantes de 
elección popular, a los miembros del Pod-
er Judicial Federal y del Poder Judicial del 
Distrito Federal, los funcionarios y emplea-
dos, y, en general, a toda persona que de-
sempeñe un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza en la Administración 
Pública Federal o en el Distrito Federal, así 
como a los servidores del Instituto Federal 
Electoral, quienes serán responsables por 
los actos u omisiones en que incurran en el 
desempeño de sus respectivas funciones.

… 
… 
…

13 de noviembre de 2007

Se dispone que los traba-
jadores del Congreso de 
la Unión, de la Asamblea 
Legislativa del Distrito 
Federal y de los organ-
ismos constitucionales 
autónomos serán sujetos 
de la responsabilidad reg-
ulada en la Constitución.

Para los efectos de las responsabilidades a 
que alude este Título se reputarán como 
servidores públicos a los representantes de 
elección popular, a los miembros del Poder 
Judicial Federal y del Poder Judicial del Dis-
trito Federal, los funcionarios y empleados 
y, en general, a toda persona que desempeñe 
un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en el Congreso de la Unión, en 
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
o en la Administración Pública Federal o en 
el Distrito Federal, así como a los servidores 
públicos de los organismos a los que esta 
Constitución otorgue autonomía, quienes 
serán responsables por los actos u omisiones 
en que incurran en el desempeño de sus re-
spectivas funciones.

...
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... 

...

7 de febrero de 2014

Se prevé que los miembros 
de los organismos con-
stitucionales autónomos 
locales estarán sujetos a la 
responsabilidad regulada 
en la Constitución.

…

…

Los Gobernadores de los Estados, los 
Diputados a las Legislaturas Locales, los 
Magistrados de los Tribunales Superiores de 
Justicia Locales, en su caso, los miembros 
de los Consejos de las Judicaturas Locales, 
así como los miembros de los organismos a 
los que las Constituciones Locales y el Es-
tatuto de Gobierno del Distrito Federal les 
otorgue autonomía, serán responsables por 
violaciones a esta Constitución y a las leyes 
federales, así como por el manejo indebido 
de fondos y recursos federales.

…

17 de junio de 2014

Los integrantes de los 
ayuntamientos quedan 
sujetos a la responsabili-
dad regulada en la Consti-
tución.

…

…

Los Gobernadores de los Estados, los 
Diputados a las Legislaturas Locales, los 
Magistrados de los Tribunales Superiores 
de Justicia Locales, en su caso, los miem-
bros de los Consejos de las Judicaturas Lo-
cales, los integrantes de los ayuntamientos, 
así como los miembros de los organismos 
a los que las Constituciones Locales y el 
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal 
les otorgue autonomía, serán responsables 
por violaciones a esta Constitución y a las 
leyes federales, así como por el manejo y 
aplicación indebidos de fondos y recursos 
federales.

…

26 de mayo de 2015 ... 
... 
...
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Los servidores públicos 
locales serán responsables 
por manejo indebido de 
los recursos y de la deuda 
públicos.

Las Constituciones de los Estados de la 
República precisarán, en los mismos térmi-
nos del primer párrafo de este artículo y 
para los efectos de sus responsabilidades, el 
carácter de servidores públicos de quienes 
desempeñen empleo, cargo o comisión en 
los Estados y en los Municipios. Dichos ser-
vidores públicos serán responsables por el 
manejo indebido de recursos públicos y la 
deuda pública.

27 de mayo de 2015

Se establece la obligación 
de los servidores pú-
blicos de presentar una 
declaración patrimonial y 
de intereses.

… 
… 
… 
…

Los servidores públicos a que se refiere el 
presente artículo estarán obligados a pre-
sentar, bajo protesta de decir verdad, su 
declaración patrimonial y de intereses ante 
las autoridades competentes y en los térmi-
nos que determine la ley.

29 de enero de 2016

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación del Distrito Fed-
eral en una entidad fed-
erativa llamada Ciudad de 
México.

Para los efectos de las responsabilidades a 
que alude este Título se reputarán como 
servidores públicos a los representantes de 
elección popular, a los miembros del Poder 
Judicial de la Federación, los funcionarios y 
empleados y, en general, a toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza en el Congreso de la 
Unión o en la Administración Pública Fed-
eral, así como a los servidores públicos de 
los organismos a los que esta Constitución 
otorgue autonomía, quienes serán respons-
ables por los actos u omisiones en que in-
curran en el desempeño de sus respectivas 
funciones.

...

Los ejecutivos de las entidades federativas, 
los diputados a las Legislaturas Locales, los 
Magistrados de los Tribunales Superiores de 
Justicia Locales, en su caso, los miembros 
de los Consejos de las Judicaturas Locales, 
los Ayuntamientos y Alcaldías, los miembros
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de los organismos a los que las Consti-
tuciones Locales les otorgue autonomía, 
así como los demás servidores públicos lo-
cales, serán responsables por violaciones a 
esta Constitución y a las leyes federales, así 
como por el manejo y aplicación indebidos 
de fondos y recursos federales.

Las Constituciones de las entidades feder-
ativas precisarán, en los mismos términos 
del primer párrafo de este artículo y para los 
efectos de sus responsabilidades, el carácter 
de servidores públicos de quienes desem-
peñen empleo, cargo o comisión en las 
entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México. Dichos servidores públicos serán 
responsables por el manejo indebido de re-
cursos públicos y la deuda pública.

...

Artículo 109

Responsabilidad política, penal y administrativa de los servidores públicos 
y de particulares que incurran en actos de corrupción y en faltas adminis-
trativas graves

Texto original Si el delito fuere común, la Cámara de 
Diputados, erigida en Gran Jurado, 
declarará por mayoría absoluta de votos del 
número total de miembros que la formen, si 
ha o no lugar a proceder contra el acusado.

En caso negativo, no habrá lugar a ningún 
procedimiento ulterior; pero tal declaración 
no será obstáculo para que la acusación 
continúe su curso, cuando el acusado haya 
dejado de tener fuero, pues la resolución de 
la Cámara no prejuzga absolutamente los 
fundamentos de la acusación.
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En caso afirmativo, el acusado queda, por 
el mismo hecho, separado de su encargo 
y sujeto desde luego a la acción de los tri-
bunales comunes, a menos que se trate del 
Presidente de la República; pues en tal caso, 
sólo habrá lugar a acusarlo ante la Cámara 
de Senadores, como si se tratare de un deli-
to oficial.

28 de diciembre de 1982

Se determina el régimen 
de responsabilidad políti-
ca, penal y administrativa 
de los servidores públicos.

El Congreso de la Unión y las Legislaturas 
de los Estados, dentro de los ámbitos de 
sus respectivas competencias, expedirán las 
leyes de responsabilidades de los servidores 
públicos y las demás normas conducentes a 
sancionar a quienes, teniendo este carácter, 
incurran en responsabilidad, de conformi-
dad con las siguientes prevenciones:

I. Se impondrán, mediante juicio político, 
las sanciones indicadas en el artículo 110 a 
los servidores públicos señalados en el mis-
mo precepto, cuando en el ejercicio de sus 
funciones incurran en actos u omisiones 
que redunden en perjuicio de los intereses 
públicos fundamentales o de su buen despa-
cho.

No procede el juicio político por la mera 
expresión de ideas.

II. La comisión de delitos por parte de 
cualquier servidor público será perseguida y 
sancionada en los términos de la legislación 
penal; y

III. Se aplicarán sanciones administrativas a 
los servidores públicos por los actos u omi-
siones que afecten la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban 
observar en el desempeño de sus empleos, 
cargos o comisiones.
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El Congreso de la Unión y las Legislaturas 
de los Estados, dentro de los ámbitos de 
sus respectivas competencias, expedirán las 
leyes de responsabilidades de los servidores 
públicos y las demás normas conducentes a 
sancionar a quienes, teniendo este carácter, 
incurran en responsabilidad, de conformi-
dad con las siguientes prevenciones:

I. Se impondrán, mediante juicio político, 
las sanciones indicadas en el artículo 110 a 
los servidores públicos señalados en el mis-
mo precepto, cuando en el ejercicio de sus 
funciones incurran en actos u omisiones 
que redunden en perjuicio de los intereses 
públicos fundamentales o de su buen despa-
cho.

No procede el juicio político por la mera 
expresión de ideas.

II. La comisión de delitos por parte de 
cualquier servidor público será perseguida y 
sancionada en los términos de la legislación 
penal; y

III. Se aplicarán sanciones administrativas a 
los servidores públicos por los actos u omi-
siones que afecten la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban 
observar en el desempeño de sus empleos, 
cargos o comisiones.

Los procedimientos para la aplicación de 
las sanciones mencionadas se desarrollarán 
autónomamente. No podrán imponerse 
dos veces por una sola conducta sanciones 
de la misma naturaleza.

Las leyes determinarán los casos y las cir-
cunstancias en los que se deba sancionar 
penalmente por causa de enriquecimiento 
ilícito a los servidores públicos que durante 
el tiempo de su encargo, o por motivos del 
mismo, por sí o por interpósita persona, au-
menten substancialmente su patrimonio, ad-
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adquieran bienes o se conduzcan como 
dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita 
no pudiesen justificar. Las leyes penales san-
cionarán con el decomiso y con la privación 
de la propiedad de dichos bienes, además de 
las otras penas que correspondan.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta 
responsabilidad y mediante la presentación 
de elementos de prueba, podrá formular 
denuncia ante la Cámara de Diputados 
del Congreso de la Unión respecto de las 
conductas a las que se refiere el presente 
artículo.

27 de mayo de 2015

Se reconfiguran las bases 
del régimen de responsab-
ilidades de servidores pú-
blicos (principalmente de 
carácter administrativo). 
Se elimina el requisito de 
incremento patrimonial 
sustancial para la existen-
cia de enriquecimiento 
ilícito. Se incluyen atri-
buciones jurisdiccionales 
de tribunales administrati-
vos en relación con faltas 
graves de particulares; asi-
mismo, nuevas facultades 
de la Auditoría Superior 
de la Federación.

Los servidores públicos y particulares que 
incurran en responsabilidad frente al Esta-
do, serán sancionados conforme a lo sigui-
ente:

I. Se impondrán, mediante juicio político, 
las sanciones indicadas en el artículo 110 a 
los servidores públicos señalados en el mis-
mo precepto, cuando en el ejercicio de sus 
funciones incurran en actos u omisiones 
que redunden en perjuicio de los intereses 
públicos fundamentales o de su buen despa-
cho.

No procede el juicio político por la mera 
expresión de ideas.

II. La comisión de delitos por parte de 
cualquier servidor público o particulares 
que incurran en hechos de corrupción, será 
sancionada en los términos de la legislación 
penal aplicable.

Las leyes determinarán los casos y las cir-
cunstancias en los que se deba sancionar 
penalmente por causa de enriquecimiento 
ilícito a los servidores públicos que durante 
el tiempo de su encargo, o por motivos del 
mismo, por sí o por interpósita persona, 
aumenten su patrimonio, adquieran bienes 
o se conduzcan como dueños sobre ellos, 
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cuya procedencia lícita no pudiesen justi-
ficar. Las leyes penales sancionarán con el 
decomiso y con la privación de la propiedad 
de dichos bienes, además de las otras penas 
que correspondan;

III. Se aplicarán sanciones administrativas a 
los servidores públicos por los actos u omi-
siones que afecten la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban 
observar en el desempeño de sus empleos, 
cargos o comisiones. Dichas sanciones con-
sistirán en amonestación, suspensión, des-
titución e inhabilitación, así como en san-
ciones económicas, y deberán establecerse 
de acuerdo con los beneficios económicos 
que, en su caso, haya obtenido el respons-
able y con los daños y perjuicios patrimo-
niales causados por los actos u omisiones. 
La ley establecerá los procedimientos para 
la investigación y sanción de dichos actos u 
omisiones.

Las faltas administrativas graves serán inves-
tigadas y substanciadas por la Auditoría Su-
perior de la Federación y los órganos inter-
nos de control, o por sus homólogos en las 
entidades federativas, según corresponda, 
y serán resueltas por el Tribunal de Justi-
cia Administrativa que resulte competente. 
Las demás faltas y sanciones administrativas, 
serán conocidas y resueltas por los órganos 
internos de control.

Para la investigación, substanciación y 
sanción de las responsabilidades adminis-
trativas de los miembros del Poder Judicial 
de la Federación, se observará lo previsto 
en el artículo 94 de esta Constitución, sin 
perjuicio de las atribuciones de la Auditoría 
Superior de la Federación en materia de 
fiscalización sobre el manejo, la custodia y 
aplicación de recursos públicos.
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La ley establecerá los supuestos y proced-
imientos para impugnar la clasificación de 
las faltas administrativas como no graves, 
que realicen los órganos internos de con-
trol.

Los entes públicos federales tendrán órga-
nos internos de control con las facultades 
que determine la ley para prevenir, corregir 
e investigar actos u omisiones que pudier-
an constituir responsabilidades administra-
tivas; para sancionar aquéllas distintas a las 
que son competencia del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa; revisar el ingre-
so, egreso, manejo, custodia y aplicación de 
recursos públicos federales y participaciones 
federales; así como presentar las denuncias 
por hechos u omisiones que pudieran ser 
constitutivos de delito ante la Fiscalía Espe-
cializada en Combate a la Corrupción a que 
se refiere esta Constitución.

Los entes públicos estatales y municipales, 
así como del Distrito Federal y sus demar-
caciones territoriales, contarán con órganos 
internos de control, que tendrán, en su ám-
bito de competencia local, las atribuciones a 
que se refiere el párrafo anterior, y

IV. Los tribunales de justicia administrativa 
impondrán a los particulares que interven-
gan en actos vinculados con faltas adminis-
trativas graves, con independencia de otro 
tipo de responsabilidades, las sanciones 
económicas; inhabilitación para participar 
en adquisiciones, arrendamientos, servicios 
u obras públicas; así como el resarcimien-
to de los daños y perjuicios ocasionados a 
la Hacienda Pública o a los entes públicos 
federales, locales o municipales. Las perso-
nas morales serán sancionadas en los térmi-
nos de esta fracción cuando los actos vincu-
lados con faltas administrativas graves sean 
realizados por personas físicas que actúen 
a nombre o representación de la persona 
moral y en beneficio de ella.
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También podrá ordenarse la suspensión de 
actividades, disolución o intervención de la 
sociedad respectiva cuando se trate de faltas 
administrativas graves que causen perjuicio 
a la Hacienda Pública o a los entes públi-
cos, federales, locales o municipales, siem-
pre que la sociedad obtenga un beneficio 
económico y se acredite participación de 
sus órganos de administración, de vigilan-
cia o de sus socios, o en aquellos casos que 
se advierta que la sociedad es utilizada de 
manera sistemática para vincularse con fal-
tas administrativas graves; en estos supues-
tos la sanción se ejecutará hasta que la reso-
lución sea definitiva. Las leyes establecerán 
los procedimientos para la investigación e 
imposición de las sanciones aplicables de di-
chos actos u omisiones.

Los procedimientos para la aplicación de 
las sanciones mencionadas en las fracciones 
anteriores se desarrollarán autónomamente. 
No podrán imponerse dos veces por una 
sola conducta sanciones de la misma natu-
raleza.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta 
responsabilidad y mediante la presentación 
de elementos de prueba, podrá formular 
denuncia ante la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión respecto de las con-
ductas a las que se refiere el presente artículo.

En el cumplimiento de sus atribuciones, a 
los órganos responsables de la investigación 
y sanción de responsabilidades administra-
tivas y hechos de corrupción no les serán 
oponibles las disposiciones dirigidas a pro-
teger la secrecía de la información en ma-
teria fiscal o la relacionada con operaciones 
de depósito, administración, ahorro e in-
versión de recursos monetarios. La ley esta-
blecerá los procedimientos para que les sea 
entregada dicha información.
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286  •  Evolución de los artículos constitucionales

La Auditoría Superior de la Federación y la 
Secretaría del Ejecutivo Federal responsable 
del control interno, podrán recurrir las de-
terminaciones de la Fiscalía Especializada 
en Combate a la Corrupción y del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, de con-
formidad con lo previsto en los artículos 20, 
Apartado C, fracción VII, y 104, fracción 
III de esta Constitución, respectivamente.

La responsabilidad del Estado por los daños 
que, con motivo de su actividad administra-
tiva irregular, cause en los bienes o derechos 
de los particulares, será objetiva y directa. 
Los particulares tendrán derecho a una in-
demnización conforme a las bases, límites 
y procedimientos que establezcan las leyes.

Artículo 110

Juicio político

Texto original No gozan de fuero constitucional los altos 
funcionarios de la Federación, por los del-
itos oficiales, faltas u omisiones en que in-
curran en el desempeño del algún empleo, 
cargo o comisión pública que hayan acepta-
do durante el período en que conforme a la 
ley se disfrute de fuero. Lo mismo sucederá 
respecto a los delitos comunes que cometan 
durante el desempeño de dicho empleo, 
cargo o comisión. Para que la causa pueda 
iniciarse cuando el alto funcionario haya 
vuelto a ejercer sus funciones propias, de-
berá procederse con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo anterior.

28 de diciembre de 1982

Se establecen las bases 
constitucionales del juicio 
político.

Podrán ser sujetos de juicio político los 
Senadores y Diputados al Congreso de la 
Unión, los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Secretarios de 
Despacho, los Jefes de Departamento Ad-
ministrativo, el Jefe del Departamento del
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Distrito Federal, el Procurador General 
de la República, el Procurador General de 
Justicia del Distrito Federal, los Magistra-
dos de Circuito y Jueces de Distrito, los 
Magistrados y Jueces del Fuero Común del 
Distrito Federal, los Directores Generales o 
sus equivalentes de los organismos descen-
tralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria, sociedades y asociaciones asim-
iladas a éstas y fideicomisos públicos.

Los Gobernadores de los Estados, Diputa-
dos locales y Magistrados de los Tribunales 
Superiores de Justicia Locales, sólo podrán 
ser sujetos de juicio político en los térmi-
nos de este Título por violaciones graves a 
esta Constitución y a las leyes federales que 
de ella emanen, así como por el manejo in-
debido de fondos y recursos federales, pero 
en este caso la resolución será únicamente 
declarativa y se comunicará a las Legisla-
turas locales para que en ejercicio de sus 
atribuciones procedan como corresponda.

Las sanciones consistirán en la destitución 
del servidor público y en su inhabilitación 
para desempeñar funciones, empleos, car-
gos o comisiones de cualquier naturaleza en 
el servicio público.

Para la aplicación de las sanciones a que se 
refiere este precepto, la Cámara de Diputa-
dos procederá a la acusación respectiva ante 
la Cámara de Senadores, previa declaración 
de la mayoría absoluta del número de los 
miembros presentes en sesión de aquella 
Cámara, después de haber sustanciado el 
procedimiento respectivo y con audiencia 
del inculpado.

Conociendo de la acusación la Cámara de 
Senadores, erigida en Jurado de sentencia, 
aplicará la sanción correspondiente medi-
ante resolución de las dos terceras partes de
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288  •  Evolución de los artículos constitucionales

los miembros presentes en sesión, una vez 
practicadas las diligencias correspondientes 
y con audiencia del acusado.

Las declaraciones y resoluciones de las 
Cámaras de Diputados y Senadores son in-
atacables.

10 de agosto de 1987

Se amplía el número de 
servidores públicos que 
pueden ser sometidos a 
juicio político.

Podrán ser sujetos de juicio político los 
Senadores y Diputados al Congreso de la 
Unión, los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Secretarios de 
Despacho, los Jefes de Departamento Ad-
ministrativo; los Representantes a la Asam-
blea del Distrito Federal, el titular del órgano 
u órganos de gobierno del Distrito Federal, 
el Procurador General de la República, el 
Procurador General de Justicia del Distrito 
Federal, los Magistrados de Circuito y Juec-
es de Distrito, los Magistrados y Jueces del 
Fuero Común del Distrito Federal, los Di-
rectores Generales o sus equivalentes de los 
organismos descentralizados, empresas de 
participación estatal mayoritaria, sociedades 
y asociaciones asimiladas a éstas y fideicom-
isos públicos.

… 
… 
… 
… 
…

31 de diciembre de 1994

Se amplía el número de 
servidores públicos que 
pueden ser sometidos a 
juicio político.

Podrán ser sujetos de juicio político los 
Senadores y Diputados al Congreso de la 
Unión, los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Consejeros 
de la Judicatura Federal, los Secretarios 
de Despacho, los Jefes de Departamen-
to Administrativo, los Representantes a la 
Asamblea del Distrito Federal, el titular 
del órgano u órganos de gobierno del Dis-
trito Federal, el Procurador General de la 
República, el Procurador General de Justi-
cia del Distrito Federal, los Magistrados de 
Circuito y Jueces de Distrito, los Magistra-
dos y Jueces del 
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Fuero Común del Distrito Federal, los Con-
sejeros de la Judicatura del Distrito Federal, 
los Directores Generales o sus equivalentes 
de los organismos descentralizados, empre-
sas de participación estatal mayoritaria, so-
ciedades y asociaciones asimiladas a éstas y 
fideicomisos públicos.

Los Gobernadores de los Estados, Diputa-
dos Locales, Magistrados de los Tribunales 
Superiores de Justicia Locales y, en su caso, 
los miembros de los Consejos de las Judi-
caturas Locales, sólo podrán ser sujetos de 
juicio político en los términos de este título 
por violaciones graves a esta Constitución 
y a las leyes federales que de ella emanen, 
así como por el manejo indebido de fon-
dos y recursos federales, pero en este caso la 
resolución será únicamente declarativa y se 
comunicará a las Legislaturas Locales para 
que, en ejercicio de sus atribuciones, proce-
dan como corresponda.

… 
… 
… 
…

22 de agosto de 1996

Se amplía el número de 
servidores públicos que 
pueden ser sometidos a 
juicio político.

Podrán ser sujetos de juicio político los 
senadores y diputados al Congreso de la 
Unión, los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Consejeros de 
la Judicatura Federal, los Secretarios de 
Despacho, los Jefes de Departamento Ad-
ministrativo, los Diputados a la Asamblea 
del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal, el Procurador General de 
la República, el Procurador General de Jus-
ticia del Distrito Federal, los Magistrados de 
Circuito y Jueces de Distrito, los Magistra-
dos y Jueces del Fuero Común del Distrito 
Federal, los Consejeros de la Judicatura del 
Distrito Federal, el consejero Presidente, 
los Consejeros Electorales, y el Secretario 
Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, 
los Magistrados del Tribunal Electoral, los
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290  •  Evolución de los artículos constitucionales

Directores Generales y sus equivalentes de 
los organismos descentralizados, empresas 
de participación estatal mayoritaria, socie-
dades y asociaciones asimiladas a éstas y fi-
deicomisos públicos.

… 
… 
… 
… 
…

2 de agosto de 2007

Se elimina del catálogo de 
servidores públicos que 
pueden ser sometidos a 
juicio político a los Jefes 
de Departamento Admin-
istrativo.

Podrán ser sujetos de juicio político los 
senadores y diputados al Congreso de la 
Unión, los ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Consejeros 
de la Judicatura Federal, los Secretarios de 
Despacho, los diputados a la Asamblea del 
Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal, el Procurador General de 
la República, el Procurador General de Jus-
ticia del Distrito Federal, los magistrados de 
Circuito y jueces de Distrito, los magistra-
dos y jueces del Fuero Común del Distrito 
Federal, los Consejeros de la Judicatura del 
Distrito Federal, el consejero Presidente, 
los consejeros electorales, y el secretario 
ejecutivo del Instituto Federal Electoral, los 
magistrados del Tribunal Electoral, los di-
rectores generales y sus equivalentes de los 
organismos descentralizados, empresas de 
participación estatal mayoritaria, sociedades 
y asociaciones asimiladas a éstas y fideicom-
isos públicos.

… 
… 
… 
… 
…

7 de febrero de 2014

Se amplía el número de 
servidores públicos que 
pueden ser sometidos a 
juicio político.

Podrán ser sujetos de juicio político los 
senadores y diputados al Congreso de la 
Unión, los ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Consejeros 
de la Judicatura Federal, los Secretarios de 
Despacho, los diputados a la Asamblea del
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Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal, el Procurador General de 
la República, el Procurador General de Jus-
ticia del Distrito Federal, los magistrados de 
Circuito y jueces de Distrito, los magistra-
dos y jueces del Fuero Común del Distrito 
Federal, los Consejeros de la Judicatura del 
Distrito Federal, el consejero Presidente, 
los consejeros electorales, y el secretario 
ejecutivo del Instituto Federal Electoral, 
los magistrados del Tribunal Electoral, los 
comisionados del organismo garante estab-
lecido en el artículo 6o. constitucional, los 
directores generales y sus equivalentes de 
los organismos descentralizados, empresas 
de participación estatal mayoritaria, socie-
dades y asociaciones asimiladas a éstas y fi-
deicomisos públicos.

Los Gobernadores de los Estados, Diputa-
dos Locales, Magistrados de los Tribunales 
Superiores de Justicia Locales, en su caso, 
los miembros de los Consejos de las Judica-
turas Locales, así como los miembros de los 
organismos a los que las Constituciones Lo-
cales y el Estatuto de Gobierno del Distrito 
Federal les otorgue autonomía, sólo podrán 
ser sujetos de juicio político en los térmi-
nos de este Título por violaciones graves a 
esta Constitución y a las leyes federales que 
de ella emanen, así como por el manejo in-
debido de fondos y recursos federales, pero 
en este caso la resolución será únicamente 
declarativa y se comunicará a las Legisla-
turas Locales para que, en ejercicio de sus 
atribuciones, procedan como corresponda.

… 
… 
… 
…
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292  •  Evolución de los artículos constitucionales

10 de febrero de 2014

Se incluye a otros servi-
dores públicos en el con-
junto de funcionarios que 
pueden ser sometidos a 
juicio político; se sustituye 
al Procurador General por 
el Fiscal General y al In-
stituto Federal Electoral 
por el Instituto Nacional 
Electoral.

Podrán ser sujetos de juicio político los 
senadores y diputados al Congreso de la 
Unión, los ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Consejeros 
de la Judicatura Federal, los Secretarios 
de Despacho, los diputados a la Asamblea 
del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno 
del Distrito Federal, el Fiscal General de la 
República, el Procurador General de Justi-
cia del Distrito Federal, los magistrados de 
Circuito y jueces de Distrito, los magistra-
dos y jueces del Fuero Común del Distrito 
Federal, los Consejeros de la Judicatura del 
Distrito Federal, el consejero Presidente, 
los consejeros electorales, y el secretario 
ejecutivo del Instituto Nacional Electoral, 
los magistrados del Tribunal Electoral, los 
integrantes de los órganos constitucionales 
autónomos, los directores generales y sus 
equivalentes de los organismos descentral-
izados, empresas de participación estatal 
mayoritaria, sociedades y asociaciones asim-
iladas a éstas y fideicomisos públicos.

… 
… 
… 
… 
…

29 de enero de 2016

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación del Distrito Fed-
eral en una entidad fed-
erativa llamada Ciudad de 
México.

Podrán ser sujetos de juicio político los 
senadores y diputados al Congreso de la 
Unión, los ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los consejeros de 
la Judicatura Federal, los secretarios de 
Despacho, el Fiscal General de la República, 
los magistrados de Circuito y jueces de Dis-
trito, el consejero Presidente, los consejeros 
electorales y el secretario ejecutivo del Insti-
tuto Nacional Electoral, los magistrados del 
Tribunal Electoral, los integrantes de los ór-
ganos constitucionales autónomos, los di-
rectores generales y sus equivalentes de los 
organismos descentralizados, empresas de 
participación estatal mayoritaria, sociedades
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y asociaciones asimiladas a éstas y fideicom-
isos públicos.

Los ejecutivos de las entidades federativas, 
Diputados locales, Magistrados de los Tri-
bunales Superiores de Justicia Locales, en su 
caso, los miembros de los Consejos de las Ju-
dicaturas Locales, así como los miembros de 
los organismos a los que las Constituciones 
Locales les otorgue autonomía, sólo podrán 
ser sujetos de juicio político en los térmi-
nos de este Título por violaciones graves a 
esta Constitución y a las leyes federales que 
de ella emanen, leyes federales que de ella 
emanen, así como por el manejo indebido 
de fondos y recursos federales, pero en este 
caso la resolución será únicamente declara-
tiva y se comunicará a las Legislaturas Lo-
cales para que, en ejercicio de sus atribu-
ciones, procedan como corresponda.

… 
… 
… 
…

Artículo 111

Declaración de procedencia

Texto original De los delitos oficiales conocerá el Senado, 
erigido en Gran Jurado; pero no podrá abrir 
la averiguación correspondiente, sin previa 
acusación de la Cámara de Diputados.

Si la Cámara de Senadores declarase, por 
mayoría de las dos terceras parte del total 
de sus miembros, después de oír al acusa-
do y de practicar las diligencias que estime 
convenientes, que éste es culpable, que-
dará privado de su puesto, por virtud de 
tal declaración o inhabilitado para obtener 
otro, por el tiempo que determinare la ley.
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Cuando el mismo hecho tuviere señala-
da otra pena en la ley, el acusado quedará 
a disposición de las autoridades comunes, 
para que lo juzguen y castiguen con arreglo 
a ella.

En los casos de este artículo y en los del 
anterior, las resoluciones del Gran Jurado y 
la declaración, en su caso, de la Cámara de 
Diputados, son inatacables.

Se concede acción popular para denunciar 
ante la Cámara de Diputados, los delitos co-
munes u oficiales de los altos funcionarios 
de la Federación, y cuando la Cámara men-
cionada declare que ha lugar a acusar ante 
el Senado, nombrará una Comisión de su 
seno, para que sostenga ante aquél la acu-
sación de que se trate.

El Congreso de la Unión expedirá, a la 
mayor brevedad, una ley sobre responsabil-
idad de todos los funcionarios y empleados 
de la Federación, determinando como fal-
tas oficiales todos los actos u omisiones que 
puedan redundar en perjuicio de los inter-
eses públicos y del buen despacho, aunque 
hasta la fecha no hayan tenido carácter de-
lictuoso. Estos delitos serán siempre juzga-
dos por un Jurado Popular, en los términos 
que para los delitos de imprenta establece el 
artículo 20.

20 de agosto de 1928

Se faculta a las Cámaras de 
Diputados y de Senadores 
para destituir por mala 
conducta a diversos inte-
grantes del Poder Judicial 
Federal y del Distrito Fed-
eral y Territorios Federa-
les a petición del Presi-
dente de la República.

De los delitos oficiales conocerá el Sena-
do erigido en Gran Jurado; pero no podrá 
abrir la averiguación correspondiente, sin 
previa acusación de la Cámara de Diputa-
dos. Si la Cámara de Senadores declarase, 
por mayoría de las dos terceras partes del 
total de sus miembros, después de practicar 
las diligencias que estime convenientes y de 
oír al acusado, que éste es culpable, que-
dará privado de su puesto, por virtud de tal 
declaración e inhabilitado para obtener otro 
por el tiempo que determine la ley.
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Cuando el mismo hecho tuviere señala-
da otra pena en la ley, el acusado quedará 
a disposición de las autoridades comunes, 
para que lo juzguen y castiguen con arreglo 
a ella.

En los casos de este artículo y en los del 
109 las resoluciones del Gran Jurado y la 
declaración, en su caso, de la Cámara de 
Diputados, son inatacables.

Se concede acción popular para denunciar 
ante la Cámara de Diputados los delitos 
comunes u oficiales de los altos funciona-
rios de la Federación. Cuando la Cámara 
mencionada declare que ha lugar a acusar, 
nombrará una comisión de su seno para que 
sostenga ante el Senado la acusación de se 
trate.

El Congreso de la Unión expedirá a la 
mayor brevedad una ley de responsabilidad 
de todos los funcionarios y empleados de 
la Federación y del Distrito y Territorios 
Federales, determinando como delitos o 
faltas oficiales todos los actos u omisiones 
que puedan redundar en perjuicio de los 
intereses públicos y del buen despacho, 
aun cuando hasta la fecha no hayan teni-
do carácter delictuoso. Estos delitos o faltas 
serán siempre juzgados por un jurado pop-
ular, en los términos que para los delitos de 
imprenta, establece el artículo 20.

El Presidente de la República podrá pedir 
ante la Cámara de Diputados la destitución, 
por mala conducta, de cualquiera de los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de los Magistrados de Cir-
cuito, de los Jueces de Distrito, de los Mag-
istrados del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal y de los Territorios, y 
de los Jueces del Orden Común del Distrito 
Federal y de los Territorios. En estos casos 
si la  
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Cámara de Diputados, primero y la Cámara 
de Senadores, después, declaran por may-
oría absoluta de votos justificada la petición, 
el funcionario acusado quedará privado des-
de luego de su puesto, independientemente 
de la responsabilidad legal en que hubiere 
incurrido, y se procederá a una nueva des-
ignación.

21 de septiembre de 1944

Se dispone que el Pres-
idente de la República 
debe oír a los funcionarios 
judiciales antes de solicitar 
su destitución a la Cámara 
de Diputados.

… 
… 
… 
… 
… 
…

El Presidente de la República, antes de 
pedir a las Cámaras la destitución de algún 
funcionario judicial, oirá a éste, en lo priva-
do, a efecto de poder apreciar en conciencia 
la justificación de tal solicitud.

8 de octubre de 1974

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación de los territorios 
federales en entidades fed-
erativas.

… 
… 
… 
…

El Congreso de la Unión expedirá, a la may-
or brevedad, una Ley de responsabilidad de 
todos los funcionarios y empleados de la 
Federación y del Distrito Federal, determi-
nando como delitos o faltas oficiales todos 
los actos u omisiones que puedan redundar 
en perjuicio de los intereses públicos y del 
buen despacho, aun cuando hasta la fecha 
no hayan tenido carácter delictuoso. Estos 
delitos o faltas serán siempre juzgados por 
un Jurado Popular, en los términos que 
para los delitos de imprenta establece el 
artículo 20.

El Presidente de la República podrá pedir 
ante la Cámara de Diputados la destitución, 
por mala conducta, de cualquiera de los mi-
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nistros de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, de los magistrados de Circuito, 
de los jueces de Distrito, de los magistra-
dos del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal, y de los jueces del orden 
común del Distrito Federal. En estos casos, 
si la Cámara de Diputados primero y la de 
Senadores después, declaran por mayoría 
absoluta de votos justificada la petición, el 
funcionario acusado quedará privado desde 
luego de su puesto, independientemente 
de la responsabilidad legal en que hubiere 
incurrido, y se procederá a una nueva des-
ignación.

…

28 de diciembre de 1982

Se establecen las bas-
es constitucionales de la 
declaración de proceden-
cia para el enjuiciamiento 
penal de diversos servi-
dores públicos.

Para proceder penalmente contra los 
Diputados y Senadores al Congreso de la 
Unión, los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Secretarios de 
Despacho, los Jefes de Departamento Ad-
ministrativo, el Jefe del Departamento del 
Distrito Federal, el Procurador General de 
la República y el Procurador General de 
Justicia del Distrito Federal, por la comisión 
de delitos durante el tiempo de su encargo, 
la Cámara de Diputados declarará por may-
oría absoluta de sus miembros presentes en 
sesión, si ha o no lugar a proceder contra el 
inculpado.

Si la resolución de la Cámara fuese negati-
va se suspenderá todo procedimiento ulte-
rior, pero ello no será obstáculo para que 
la imputación por la comisión del delito 
continúe su curso cuando el inculpado haya 
concluido el ejercicio de su encargo, pues la 
misma no prejuzga los fundamentos de la 
imputación.

Si la Cámara declara que ha lugar a proced-
er, el sujeto quedará a disposición de las au-
toridades competentes para que actúen con 
arreglo a la ley.
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Por lo que toca al Presidente de la Repúbli-
ca, sólo habrá lugar a acusarlo ante la 
Cámara de Senadores en los términos del 
artículo 110. En este supuesto, la Cámara 
de Senadores resolverá con base en la legis-
lación penal aplicable.

Para poder proceder penalmente por deli-
tos federales contra los Gobernadores de 
los Estados, Diputados locales y Magistra-
dos de los Tribunales Superiores de Justicia 
de los Estados, se seguirá el mismo proced-
imiento establecido en este artículo, pero en 
este supuesto, la declaración de procedencia 
será para el efecto de que se comunique a 
las Legislaturas locales, para que en ejercicio 
de sus atribuciones procedan como corre-
sponda.

Las declaraciones y resoluciones de la 
Cámaras de Diputados Senadores son ina-
tacables.

El efecto de la declaración de que ha lugar 
a proceder contra el inculpado será sepa-
rarlo de su encargo en tanto esté sujeto a 
proceso penal. Si éste culmina en sentencia 
absolutoria el inculpado podrá reasumir su 
función. Si la sentencia fuese condenatoria 
y se trata de un delito cometido durante el 
ejercicio de su encargo, no se concederá al 
reo la gracia del indulto.

En demandas del orden civil que se ent-
ablen contra cualquier servidor público no 
se requerirá declaración de procedencia.

Las sanciones penales se aplicarán de acuer-
do con lo dispuesto en la legislación penal, 
y tratándose de delitos por cuya comisión 
el autor obtenga un beneficio económico 
o cause daños o perjuicios patrimoniales, 
deberán graduarse de acuerdo con el lucro 
obtenido y con la necesidad de satisfacer los 
daños y perjuicios causados por su conducta 
ilícita.
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Las sanciones económicas no podrán exced-
er de tres tantos de los beneficios obtenidos 
o de los daños o perjuicios causados.

10 de agosto de 1987

Se amplía el catálogo de 
autoridades cuya perse-
cución penal requiere 
declaración de proceden-
cia.

Para proceder penalmente contra los 
Diputados y Senadores al Congreso de la 
Unión, los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Secretarios de 
Despacho, los Jefes de Departamento Ad-
ministrativo, los Representantes a la Asam-
blea del Distrito Federal, el titular del ór-
gano de gobierno del Distrito Federal, el 
Procurador General de la República y el 
Procurador General de Justicia del Distrito 
Federal, por la comisión de delitos duran-
te el tiempo de su encargo, la Cámara de 
Diputados declarará por mayoría absoluta 
de sus miembros presentes en sesión, si ha 
o no lugar a proceder contra el inculpado.

… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
…

31 de diciembre de 1994

Se amplía el catálogo de 
autoridades cuya perse-
cución penal requiere 
declaración de proceden-
cia.

Para proceder penalmente contra los 
Diputados y Senadores al Congreso de la 
Unión, los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Consejeros 
de la Judicatura Federal, los Secretarios 
de Despacho, los Jefes de Departamen-
to Administrativo, los Representantes a la 
Asamblea del Distrito Federal, el titular del 
órgano de gobierno del Distrito Federal, 
el Procurador General de la República y el 
Procurador General de Justicia del Distrito 
Federal, por la comisión de delitos duran-
te el tiempo de su encargo, la Cámara de 
Diputados declarará por mayoría absoluta 
de sus miembros presentes en sesión, si ha 
o no lugar a proceder contra el inculpado.
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… 
… 
…

Para poder proceder penalmente por deli-
tos federales contra los Gobernadores de los 
Estados, Diputados Locales, Magistrados 
de los Tribunales Superiores de Justicia de 
los Estados y, en su caso, los miembros de 
los Consejos de las Judicaturas Locales, se 
seguirá el mismo procedimiento establecido 
en este artículo, pero en este supuesto, la 
declaración de procedencia será para el efec-
to de que se comunique a las Legislaturas 
Locales, para que en ejercicio de sus atribu-
ciones procedan como corresponda.

… 
… 
… 
… 
…

22 de agosto de 1996

Se amplía el catálogo de 
autoridades cuya perse-
cución penal requiere 
declaración de proceden-
cia.

Para proceder penalmente contra los 
Diputados y Senadores al Congreso de la 
Unión, los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Magistrados 
de la Sala Superior del Tribunal Electoral, 
los Consejeros de la Judicatura Federal, los 
Secretarios de Despacho, los Jefes de De-
partamento Administrativo, los Diputados 
a la Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de 
Gobiernodel Distrito Federal, el Procura-
dor General de la República y el Procurador 
General de Justicia del Distrito Federal, así 
como el Consejero Presidente y los Con-
sejeros Electorales del Consejo General del 
Instituto Federal Electoral, por la comisión 
de delitos durante el tiempo de su encargo, 
la Cámara de Diputados declarará por may-
oría absoluta de sus miembros presentes en 
sesión, si ha o no lugar a proceder contra el 
inculpado.

…
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… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
…

2 de agosto de 2007

Se elimina a los Jefes de 
Departamento Adminis-
trativo del conjunto de au-
toridades cuya persecución 
penal requiere declaración 
de procedencia.

Para proceder penalmente contra los dipu-
tados y senadores al Congreso de la Unión, 
los ministros de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, los magistrados de la Sala 
Superior del Tribunal Electoral, los conseje-
ros de la Judicatura Federal, los Secretarios 
de Despacho, los diputados a la Asamblea 
del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal, el Procurador Generalde la 
República y el Procurador General de Justi-
cia del Distrito Federal, así como el conse-
jero Presidente y los consejeros electorales 
del Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, por la comisión de delitos duran-
te el tiempo de su encargo, la Cámara de 
Diputados declarará por mayoría absoluta 
de sus miembros presentes en sesión, si ha 
o no lugar a proceder contra el inculpado.

… 
… 
… 
… 
… 
…

… 
… 
…

7 de febrero de 2014

Se amplía el catálogo de 
autoridades cuya perse-
cución penal requiere 
declaración de proceden-
cia.

Para proceder penalmente contra los dipu-
tados y senadores al Congreso de la Unión, 
los ministros de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, los magistrados de la Sala 
Superior del Tribunal Electoral, los conseje-
ros de la Judicatura Federal, los Secretarios
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de Despacho, los diputados a la Asamblea 
del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno 
del Distrito Federal, el Procurador Gene-
ral de la República y el Procurador General 
de Justicia del Distrito Federal, así como el 
consejero Presidente, los consejeros electo-
rales del Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral y los comisionados del orga-
nismo garante establecido en el artículo 6o. 
constitucional, por la comisión de delitos 
durante el tiempo de su encargo, la Cámara 
de Diputados declarará por mayoría absolu-
ta de sus miembros presentes en sesión si ha 
o no lugar a proceder contra el inculpado.

... 

... 

...

Para poder proceder penalmente por deli-
tos federales contra los Gobernadores de 
los Estados, Diputados Locales, Magistra-
dos de los Tribunales Superiores de Justicia 
de los Estados, en su caso los miembros de 
los Consejos de las Judicaturas Locales, y 
los miembros de los organismos a los que 
las Constituciones Locales y el Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federal les otorgue 
autonomía se seguirá el mismo procedi-
miento establecido en este artículo, pero en 
este supuesto, la declaración de procedencia 
será para el efecto de que se comunique a 
las Legislaturas Locales, para que en ejer-
cicio de sus atribuciones procedan como 
corresponda.

... 

... 

... 

... 

...
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10 de febrero de 2014

Se sustituye al Procurador 
General por el Fiscal Gen-
eral y al Instituto Federal 
Electoral por el Instituto 
Nacional Electoral en la 
relación de servidores pú-
blicos cuya persecución 
penal requiere declaración 
de procedencia. Se elimina 
del catálogo a los comisio-
nados del organismo gar-
ante establecido en el artí-
culo 6o. constitucional.

Para proceder penalmente contra los dipu-
tados y senadores al Congreso de la Unión, 
los ministros de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, los magistrados de la Sala 
Superior del Tribunal Electoral, los conseje-
ros de la Judicatura Federal, los Secretarios 
de Despacho, los diputados a la Asamblea 
del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno 
del Distrito Federal, el Fiscal General de la 
República y el Procurador General de Justi-
cia del Distrito Federal, así como el conse-
jero Presidente y los consejeros electorales 
del Consejo General del Instituto Nacional 
Electoral, por la comisión de delitos duran-
te el tiempo de su encargo, la Cámara de 
Diputados declarará por mayoría absoluta 
de sus miembros presentes en sesión, si ha 
o no lugar a proceder contra el inculpado.

… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
…

29 de enero de 2016

Se adecua el artículo con 
motivo de la transfor-
mación del Distrito Fed-
eral en una entidad fed-
erativa llamada Ciudad de 
México.

Para proceder penalmente contra los dipu-
tados y senadores al Congreso de la Unión, 
los ministros de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, los magistrados de la Sala 
Superior del Tribunal Electoral, los conseje-
ros de la Judicatura Federal, los secretarios 
de Despacho, el Fiscal General de la Repú-
blica, así como el consejero Presidente y los 
consejeros electorales del Consejo General 
del Instituto Nacional Electoral, por la co-
misión de delitos durante el tiempo de su 
encargo, la Cámara de Diputados declarará 
por mayoría absoluta de sus miembros pre-
sentes en sesión, si ha o no lugar a proceder 
contra el inculpado.
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... 

... 

...

Para poder proceder penalmente por delitos 
federales contra los ejecutivos de las entidades 
federativas, diputados locales, magistrados de 
los Tribunales Superiores de Justicia de las en-
tidades federativas, en su caso los miembros 
de los Consejos de las Judicaturas Locales, y 
los miembros de los organismos a los que las 
Constituciones Locales les otorgue autono-
mía se seguirá el mismo procedimiento esta-
blecido en este artículo, pero en este supues-
to, la declaración de procedencia será para el 
efecto de que se comunique a las Legislatu-
ras Locales, para que en ejercicio de sus atri-
buciones procedan como corresponda.

... 

... 

... 

... 

...

Artículo 112

Declaración de procedencia

Texto original Pronunciada una sentencia de responsabili-
dad por delitos oficiales, no puede conced-
erse al reo la gracia de indulto.

28 de diciembre de 1982

Se requiere declaración 
de procedencia sólo cuan-
do el servidor público se 
encuentre en funciones.

No se requerirá declaración de procedencia 
de la Cámara de Diputados cuando alguno 
de los servidores públicos a que hace ref-
erencia el párrafo primero del artículo 111 
cometa un delito durante el tiempo en que 
se encuentre separado de su encargo.

Si el servidor público ha vuelto a desem-
peñar sus funciones propias o ha sido nom-
brado o electo para desempeñar otro cargo 
distinto, pero de los enumerados por el artí-
culo 111, se procederá de acuerdo con lo 
dispuesto en dicho precepto.
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Artículo 113

Responsabilidad administrativa de los servidores públicos-Sistema Nacion-
al Anticorrupción

Texto original La responsabilidad por delitos y faltas ofi-
ciales, sólo podrá exigirse durante el perio-
do en que el funcionario ejerza su encargo, 
y dentro de un año después.

28 de diciembre de 1982

Se establecen los princip-
ios rectores del desem-
peño de los servidores 
públicos y las bases para 
atribuirles responsabilidad 
administrativa.

Las leyes sobre responsabilidades admin-
istrativas de los servidores públicos, de-
terminarán sus obligaciones a fin de sal-
vaguardar la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad, y eficiencia en el desempeño 
de sus funciones, empleos, cargos y comi-
siones; las sanciones aplicables por los ac-
tos u omisiones en que incurran, así como 
los procedimientos y las autoridades para 
aplicarlas. Dichas sanciones además de las 
que señalen las leyes, consistirán en sus-
pensión, destitución e inhabilitación, así 
como en sanciones económicas, y deberán 
establecerse de acuerdo con los beneficios 
económicos obtenidos por el responsable 
y con los daños y perjuicios patrimoniales 
causados por sus actos u omisiones a que se 
refiere la fracción III del artículo 109, pero 
que no podrán exceder de tres tantos de los 
beneficios obtenidos o de los daños y per-
juicios causados.

14 de junio de 2002

Se establece un derecho 
de indemnización a favor 
de los particulares con 
motivo de la actividad ad-
ministrativa irregular del 
Estado.

…

La responsabilidad del Estado por los daños 
que, con motivo de su actividad administra-
tiva irregular, cause en los bienes o derechos 
de los particulares, será objetiva y directa. 
Los particulares tendrán derecho a una in-
demnización conforme a las bases, límites 
y procedimientos que establezcan las leyes.
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27 de mayo de 2015

Se definen las bases del 
Sistema Nacional Anticor-
rupción.

El Sistema Nacional Anticorrupción es la 
instancia de coordinación entre las auto-
ridades de todos los órdenes de gobierno 
competentes en la prevención, detección y 
sanción de responsabilidades administrati-
vas y hechos de corrupción, así como en la 
fiscalización y control de recursos públicos. 
Para el cumplimiento de su objeto se sujeta-
rá a las siguientes bases mínimas:

I. El Sistema contará con un Comité Co-
ordinador que estará integrado por los 
titulares de la Auditoría Superior de la 
Federación; de la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción; de la secretaría 
del Ejecutivo Federal responsable del con-
trol interno; por el presidente del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa; el presi-
dente del organismo garante que establece 
el artículo 6o. de esta Constitución; así 
como por un representante del Consejo de 
la Judicatura Federal y otro del Comité de 
Participación Ciudadana;

II. El Comité de Participación Ciudadana 
del Sistema deberá integrarse por cinco ciu-
dadanos que se hayan destacado por su con-
tribución a la transparencia, la rendición de 
cuentas o el combate a la corrupción y serán 
designados en los términos que establezca 
la ley, y

III. Corresponderá al Comité Coordinador 
del Sistema, en los términos que determine 
la Ley:

a) El establecimiento de mecanismos de co-
ordinación con los sistemas locales;

b) El diseño y promoción de políticas inte-
grales en materia de fiscalización y control 
de recursos públicos, de prevención, con-
trol y disuasión de faltas administrativas y 
hechos de corrupción, en especial sobre las 
causas que los generan;
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c) La determinación de los mecanismos de 
suministro, intercambio, sistematización 
y actualización de la información que so-
bre estas materias generen las instituciones 
competentes de los órdenes de gobierno;

d) El establecimiento de bases y principios 
para la efectiva coordinación de las autori-
dades de los órdenes de gobierno en mate-
ria de fiscalización y control de los recursos 
públicos; 

e) La elaboración de un informe anual que 
contenga los avances y resultados del ejer-
cicio de sus funciones y de la aplicación de 
políticas y programas en la materia.

Derivado de este informe, podrá emitir re-
comendaciones no vinculantes a las autori-
dades, con el objeto de que adopten medi-
das dirigidas al fortalecimiento institucional 
para la prevención de faltas administrativas 
y hechos de corrupción, así como al mejo-
ramiento de su desempeño y del control 
interno. Las autoridades destinatarias de 
las recomendaciones informarán al Comité 
sobre la atención que brinden a las mismas.

Las entidades federativas establecerán siste-
mas locales anticorrupción con el objeto de 
coordinar a las autoridades locales compe-
tentes en la prevención, detección y sanción 
de responsabilidades administrativas y he-
chos de corrupción.

Artículo 114

Límites temporales a la responsabilidad política, penal y administrativa de 
los servidores públicos

Texto original En demandas del orden civil, no hay fuero 
ni inmunidad para ningún funcionario pú-
blico.
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308  •  Evolución de los artículos constitucionales

28 de diciembre de 1982

Se señalan los límites 
temporales dentro de los 
cuales se puede exigir re-
sponsabilidad de carácter 
político, penal y admin-
istrativo a los servidores 
públicos.

El Procedimiento de Juicio político sólo 
podrá iniciarse durante el periodo en el que 
el servidor público desempeñe su cargo y 
dentro de un año después. Las sanciones 
correspondientes se aplicarán en un perio-
do no mayor de un año a partir de iniciado 
el procedimiento.

La responsabilidad por delitos cometidos 
durante el tiempo del encargo por cualquier 
servidor público, será exigible de acuerdo 
con los plazos de prescripción consignados 
en la Ley penal, que nunca serán inferiores 
a tres años. Los plazos de prescripción se 
interrumpen en tanto el servidor público 
desempeña alguno de los encargos a que 
hace referencia el artículo 111.

La ley señalará los casos de prescripción de 
la responsabilidad administrativa tomando 
en cuenta la naturaleza y consecuencia de 
los actos y omisiones a que hace referencia 
la fracción III del artículo 109. Cuando 
dichos actos u omisiones fuesen graves los 
plazos de prescripción no serán inferiores a 
tres años

27 de mayo de 2015

Se amplía al tiempo re-
querido para la prescrip-
ción de la responsabilidad 
por infracciones adminis-
trativas graves.

… 
…

La ley señalará los casos de prescripción de 
la responsabilidad administrativa tomando 
en cuenta la naturaleza y consecuencia de 
los actos y omisiones a que hace referencia 
la fracción III del artículo 109. Cuando 
dichos actos u omisiones fuesen graves los 
plazos de prescripción no serán inferiores a 
siete años.
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